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Introducción
Este trabajo de grado se denomina:” Análisis Comparativo de la Normativa Argentina y Dominicana en materia de Contrabando Aduanero”. Es un tema inédito, con muchas fuentes que le sirven de sustentación. Es sumamente pertinente, ya que examina una institución jurídica y cómo esta crea fenómenos que sólo el derecho como ciencia debe y puede conocer. 
Se divide en este trabajo de grado en diversos capítulos, siendo el primero de estos,  un capítulo general que persigue señalar las generalidades del tema. 

El segundo Capítulo que conforma el cuerpo del trabajo de grado ut supra indicado, busca explicar el contrabando analizando su historia, definición, clasificación, procedimientos y características.

Esas ramificaciones se hacen evidentes en el capítulo III, denominado “Realidades de la Legislación Aduanera Dominicana y regimenes de responsabilidad aduaneras”. En dicho capítulo analizamos las características de nuestra legislación aduanera y estudiamos la responsabilidad del Estado generada por la comisión de esos delitos ya antes citados, y las modificaciones que sufrirá al tenor del Anteproyecto de Ley Regulatoria de la Actividad de la Administración Pública y su control por los tribunales. El Cuarto Capítulo recoge los tratados, convenios y los cambios que estos instrumentos jurídicos internacionales pueden generar en Argentina. 

La aduana es el servicio público encargado de intervenir en el tráfico internacional de mercancías, a fin de vigilar y fiscalizar su paso a través de las costas, aeropuertos y fronteras aduaneras del país. Es la institución responsable de aplicar la legislación  relativa a la importación y exportación y demás regímenes aduaneros.

Según Jean- Claude Renoue,  las aduanas están investidas de dos misiones principales que son, en realidad, las dos facetas de una misma función: 1) el orden económico, el cual es progresivamente diversificado. La función tradicional de la protección del espacio económico nacional está enriquecido de una misión de una misión más dinámica de auxiliar del comercio internacional; la 2) de naturaleza fiscal, es de alimentar las cajas o fondos públicos a través de la percepción de derechos e impuestos sobre el intercambio exterior de mercancías.

Pocas personas han estudiado esta institución, y mucho menos los cambios sufridos por la firma y ratificación de los diversos tratados (entre otros, La Convención Interamericana Sobre La Corrupción y el Acuerdo De La Ronda Uruguay, en el Protocolo del Acuerdo General Sobre Aranceles Aduaneros Y Comercio de 1994), que de acuerdo a la lectura de los preceptos constitucionales establecidos por el artículo 3 de la Constitución Dominicana pasan a formar parte del bloque de legalidad, por lo que no debemos bajo ningún concepto desconocer sus alcances.
Las aduanas en nuestros países han ido evolucionando desde que se establecen impuestos como la alcabala en la era colonial, pero ha sido su historia azarosa fiel testigo de los cambios de concepciones y regímenes legales en nuestro país.

Existen una serie de ilícitos contempladas por las leyes dominicanas como faltas o delitos aduaneros, dependiendo si en ellas se manifiesta el dolo y la voluntad. Según su “propter naturam” se da una dualidad institucional: 1) las faltas aduaneras son de carácter eminentemente administrativo y por ende, le corresponde a la Dirección General de Aduanas juzgarlas según su criterio. 2) los delitos, al afectar el orden público vulneran la paz y los planes de progreso del estado, y al poseer dolo debe ser juzgado en nuestro sistema represivo.

De todos los delitos aduaneros, el más fascinante es el de contrabando, ya que posee múltiples vertientes, ya que entre otras cosas, se da intra aduanal (a través de la aduana) o exo-aduanal (fuera de la misma), puede darse nacional o internacionalmente.
Como existen diferencias patentes y manifiestas en el tratamiento argentino de la figura penal y el dominicano, debemos comparar ambas estructuras y ver como nuestra institución jurídica tiene diversas soluciones que enriquecen los debates concernientes a su eliminación o reducción. 
El contrabando vulnera el fin primigenio de ese tributo real, externo y especial, ya que deja de percibirse un monto recaudado que nos pertenece a todos, pues el Estado somos todos nosotros. 

CAPÍTULO I: GENERALIDADES  DE LAS ADUANAS
1.1. Concepto De Aduanas y Derecho Aduanero en Republica Dominicana y la Republica Argentina  
1.1.1   Concepto de Aduanas y Derecho Aduanero en República Dominicana

Ramírez, Da Costa E Silva, De Danín Lobo, & Fuentes González, (1980) han definido al término aduanas como: “El organismo encargado de aplicar la legislación relativa a la importación y exportación de mercaderías y a los otros regímenes aduaneros, de percibir y hacer percibir los gravámenes que les sean aplicables y de cumplir las demás funciones que se le encomienden” (p.2) 
Hoy se conciben a las aduanas no sólo como aquel Servicio Público encargado de controlar el tráfico internacional de mercancías, a fin de cautelar el cobro y el pago de los tributos que le sirvieron de hechos generadores. Además, se entiende que dicho control o intervención comprende la ejecución de todas aquellas medidas que adopte el Estado con el objeto de regular, fomentar o restringir el intercambio comercial a fin de proteger y desarrollar la economía nacional, y, finalmente, esta intervención sirve para el estudio e investigación de todas las materias que tienen relación con la técnica aduanera y los factores económicos por ella afectados.

Según la doctrina francesa, en especial el jurista Renoue  (1989), la aduana: ”Está investida de dos misiones trascendentales que son de hecho, las dos facetas de una misma función: una de orden económico que se diversifica progresivamente, la función tradicional de protección al espacio económico nacional se encuentra enriquecido de una misión más dinámica de auxiliar del comercio internacional, el otro, de índole fiscal, es de alimentar las arcas públicas por la  percepción de derechos y tasas sobre los intercambios exteriores de mercancías. Se le anexan diversas otras misiones por su vocación general al control de movimientos transfronterizos de mercancías y de personas” (p.13) 

La doctrina dominicana, en manos de Medrano (2003), define las aduanas como: “El servicio público encargado de intervenir en el tráfico internacional de mercancías, a fin de vigilar y fiscalizar su paso a través de las costas, aeropuertos y fronteras aduaneras del país. Es la institución responsable de aplicar la legislación relativa a la importación y exportación y demás regímenes aduaneros”. (p.21).

El Servicio de Aduanas se encarga de determinar y percibir los gravámenes aplicables a las mercancías, de establecer controles para las exenciones y franquicias debidamente aprobadas y de generar las estadísticas del comercio internacional, fiscaliza la entrada y salida de personas
, la de reprimir las infracciones y delitos aduaneros, controlar el uso de las mercancías destinadas a regímenes aduaneros especiales o suspensivos del pago de impuestos, administrar los acuerdos en materia de comercio de mercancía, incluyendo las normas de origen, aplicar medidas de salvaguarda y derechos compensatorios previamente convenidos, percibir los derechos antidumping, aplicar los controles sanitarios y fitosanitarios y asesorar a la Secretaría de Estado de Finanzas y la de Relaciones Exteriores, en el área de su especialidad, al aplicar los diversos acuerdos que nuestro país ratifique y que pudiere tener incidencia en materia aduanera.

Dado que la Ley 3489 sobre Régimen Legal de Aduanas no contiene una definición de lo que es Aduana, una comisión del Instituto de Capacitación Tributaria (INCAT) redactó un anteproyecto de ley de aduanas en 1980 que buscaba modificar, mejorar y enmendar a la ley 3489. Aunque no tuvo éxito dicho anteproyecto, es bueno rescatar la definición que otorga de aduanas, al decir que: ”La Aduana es el organismo de Estado encargado de intervenir en el tráfico internacional de mercancías, vigilar y fiscalizar su paso a través de las fronteras aduaneras del país; Aplicar la legislación relativa a su importación, exportación y demás regímenes aduaneros; Formar las estadísticas de este tráfico; Determinar y percibir los gravámenes que las afectan; otorgar y controlar las exenciones o franquicias que las benefician; y cumplir las demás funciones que las leyes le encomiendan”.
Esta definición se complementa con la consignada por el proyecto de ley de la Dirección General De Aduanas de 1995 que adjunto al artículo 1 le agrega un artículo dos, que establece independencia administrativa, al rezar dicho texto de la manera siguiente:”El Servicio Nacional de Aduanas es un servicio público, adscrito a la Secretaría de Estado de Finanzas y cuya sede nacional es en Santo Domingo, capital de la República Dominicana. Esta institución opera con autonomía administrativa, sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República; y su patrimonio está formado por los bienes muebles e inmuebles asignados por el Estado para su funcionamiento; los aportes que anualmente disponga la ley de presupuestos y los recursos que perciba por el cobro de la tasa de modernización y por servicios prestados, sin perjuicio de otras fuentes que disponga la legislación vigente“.
Según el doctrinario Carlos Anabalón Ramírez (1980) las aduanas poseen tres funciones esenciales, en las que concuerda con Jean Claude Renoue y los redactores del anteproyecto citado. Señala que son:

1) control y fiscalización del tráfico internacional de mercancías;
2) determinación y recaudación de los derechos, impuestos y demás gravámenes que afectan el paso de las mercancías a través de la frontera aduanera;
3) formación de las estadísticas de este tráfico. (Pp.84-88)

Pero, situándonos en la administración, en el Poder Central (Presidencia, Secretarías de Estado) veremos lo siguiente:

1)
Cada colecturía existente en aduanas, sin importar su naturaleza, recaudación, ni ubicación, depende de la Dirección General De Aduanas, sita en el Distrito Nacional;

2)
La Dirección General de Aduanas depende jerárquicamente de la Secretaría de Estado de Finanzas como otras  instituciones que ayudan a cumplir los fines económicos del Estado Dominicano. Cabe mencionar entre estas a:

A. Dirección General de Impuestos Internos
; 
B. Caja De Ahorro Para Obreros Y Monte De Piedad
;
C. Dirección General de Exoneraciones;

D. Administración General de Bienes Nacionales
;
E. Tesorería Nacional
; 

F. Dirección General de Aprovisionamiento del Gobierno
;
G. Dirección General de Catastro Nacional;

H. Instituto de Capacitación Tributaria (INCAT)
.
Para fines del presente trabajo simplemente nos detendremos a examinar la Dirección General de Aduanas. Al ver esta dependencia administrativa existente entre la Secretaría de Estado de Hacienda y la Dirección General de Aduanas, situación que se agrava por el hecho de no existir un tribunal
 para conocer la de fase jurisdiccional del proceso, ya que de la fase conocida como justicia retenida conoce el “recurso” o vía de reconsideración la Dirección General De Aduanas, en tanto que ante un eventual recurso jerárquico la encargada es la Secretaria de Estado de Finanzas. Nos podemos preguntar con Garrido (1998), ¿Cómo las Aduanas cumple con sus fines? (p.4). Al igual que todo otro organismo que forme parte del tren gubernamental, las aduanas tiene potestad, es decir, un conjunto de derechos y facultades otorgadas por leyes que permiten el cumplimiento de los fines, que se puede dividir según Ramírez et al (1980) en:

A. Potestad Ejecutiva: que serían aquellos actos y facultades que permiten en este caso, a aduanas exigir el cumplimiento de las normas a que debe ajustarse el tráfico internacional;
B. Potestad Legislativa o jurisdiccional: serían aquellas disposiciones legales que autorizan a Aduanas definir la norma jurídica a que debe someterse el tráfico de mercancías o tránsito de personas, en los casos concretos de que se trate, y;

C.  Potestad Correctiva: Aquellos derechos o facultades que se han otorgado a las aduanas para procesar y sancionar a todos los que infrinjan las normas aduaneras (p.3-4).

El mismo autor, en su obra Derecho Tributario Aduanero, consagra la “prenda legal aduanera”, en cuya virtud las mercancías responden directa y preferiblemente (derecho de prelación aduanero) ante el fisco de todo derecho que generen.

Al respecto expresa que si el pago esté total o parcialmente insoluto, la aduana puede retener las mercancías si las tiene en su poder o hacer uso del derecho de persecución legal y secuestrar los bienes, generando 4 tipos de derechos:

1) Derecho de Retención: Mientras las mercancías no satisfagan el total de los gravámenes adeudados, la aduana tiene la facultad de retenerlas legalmente en su poder y negarse a entregarlas al consignatario;

2)
Derecho de Persecución y Secuestro: Salidas las mercancías de los recintos aduaneros de depósito, la aduana tiene la atribución de perseguirlas en poder de quienquiera se encuentren, y secuestrarlas para retornarlas a su poder, siempre que no hubiesen honrado sus obligaciones aduaneras;

3)
Derecho de Venta: Aquellas mercancías que no son retiradas de los recintos de depósito dentro de los plazos fijados para ello, que son seis meses después de la descarga del buque. Según la ley 3489 sobre régimen legal de aduanas, en el caso dominicano, las especies náufragas, aquellas cuyos consignatarios se ignoren y las retenidas a su presentación cuando sus dueños no solicitasen su desaduanamiento dentro de los plazos de ley incurren en la presunción de abandono, considerándose al Estado como dueño de la mercancía para fines de enajenación;

4) Derecho de Preferencia o Prelación Aduanera: En casos de conflictos de intereses sobre el producto de la subasta el fisco siempre tendrá preferencia para cobrar primero (Pp.150-151). El anteproyecto establece la existencia de una potestad reglamentaria, que aunadas a las anteriormente señaladas conforman la potestad aduanera.

1.1.2 Concepto de Aduanas y Derecho Aduanero en la República Argentina
 Debemos comenzar señalando que, a diferencia de la República Dominicana y la mayor parte de las naciones que componen Latinoamérica, los órganos impositivos recaudadores por excelencia, es decir, la Dirección General Impositiva y la Administración Nacional de  Aduanas, se encuentran fusionadas en la persona de la Administración Federal de Ingresos Públicos, la cual fue creada por los decretos 1156-96 y 1589-96 sustentados a su vez en la Ley del Congreso de la Nación Argentina número 24,629, así lo señala Bracco (2002) (p.11).

A raíz de dichos cambios instituidos desde la formación de la A.F.I.P, se crea la Dirección General de Aduanas, que al entender de la doctora Bracco (2002) es estructuralmente mejor organizada y con mayores atribuciones que las que tenía la Administración Nacional de Aduanas (p.25) bajo el imperio del Código Aduanero contenido en la Ley 22415, en especial, su articulo 17.

La A.F.I.P, por ser el organismo rector de la Dirección General de Aduanas, merece ser brevemente el objeto de nuestras disquisiciones, pues veremos como coinciden facultades en una entidad y otra. 
La A.F.I.P, en primer lugar, es un ente autárquico, es decir, es un ente descentralizado de la administración central argentina caracterizado por poseer autonomía funcional, autonomía presupuestaria, patrimonio propio y personería jurídica.

¿A qué nos referimos al hablar de autonomía funcional? Como nos comenta la Doctora Bracco(2002), a partir del decreto 618/97, esta institución tiene capacidad de administrarse a si misma, es decir:” se le ha otorgado la competencia suficiente para que en su seno se resuelvan todos los problemas que provengan de su actuación, sin tener que recurrir a la administración central, salvo contados recursos previstos.”(p.12.). 

Al referirnos a poseer un patrimonio propio nos referimos a una masa de bienes que el Estado le asigna y otros que adquirirá por cualquier vía jurídica, mientras que por autonomía presupuestaria nos referimos a la asignación legal de recursos que se le deben otorgar a la A.F.I.P para su funcionamiento, según decreto número 1399/2001. En este tópico estamos de acuerdo con la doctora Bracco (2002), quien destaca la autonomía presupuestaria, al señalar que:” Cabe destacar el grado de independencia con la que se ha dotado a la A.F.I.P. para el manejo de los recursos asignados, ya que está específicamente previsto que el organismo tendrá amplias facultades para asignar y redistribuir los fondos a proyectos, programas, tareas y actividades, así como para determinar la planta de personal, su distribución y la asignación de dotaciones a las distintas unidades del organismo y efectuar las inversiones que resulten necesarias para la mejor consecución de sus objetivos, previéndose también que los fondos correspondientes a un ano fiscal no utilizados al finalizar el ejercicio pasarán a incrementar los recursos del organismo para el ano siguiente (artículos 2 y 4 del decreto 1399/2001)”.(p.13).

Con respecto a su personería jurídica, la A.F.I.P. posee la facultad de actuar por su cuenta, tanto en las funciones propias regidas por el derecho publico como en el campo del derecho privado en la medida que realice actos regidos por este tipo de normas, tal como señala Bracco(2002)(p.14). Aparte de lo ya enunciado, la A.F.I.P. puede fungir como juez administrativo, pues si atendemos al texto del decreto 618/97, especialmente los incisos B
), F
) y G
) del artículo 9 de dicho texto, está constituida como el organismo rector del área y aquel que ha de conocer de los recursos contra las decisiones de la Dirección Nacional de Aduanas.
En la actual legislación aduanera argentina se define aduanas como:”las distintas oficinas que, dentro de la competencia que se les hubiere asignado, ejerzan las funciones de aplicación de la legislación relativa a la importación de mercadería, las de percepción y fiscalización de las rentas públicas producidas por los derechos y demás tributos con que las operaciones de importación y exportación se hallan gravadas y las del control del tráfico internacional de mercadería
”.

Es bueno acotar, tal y como nos establece Martha Susana Bracco (2002) que dentro de la nueva reglamentación establecida en el Decreto 618/97 resulta interesante destacar que las atribuciones para el actual Director General de Aduanas son casi las mismas a las previstas para el Administrador Nacional de Aduanas, estándole vetado impartir normas de diversa índole, aunque lo puede hacer por vía de delegación por parte de la Administración Federal de Ingresos Públicos, quien es que posee originariamente dicha facultad. Este caso de delegación de la facultad reglamentaria en materia aduanera está previsto en el artículo 4 del Decreto precitado. (Pp.27-28).También los Directores Generales pueden delegar funciones en sus subdirectores, ya que por disposición de la Administración Federal de Ingresos Públicos número 91/97 el Director General de Aduanas delegó competencia en materia aduanera a las subdirecciones generales y administradores de aduanas, dependientes de la Dirección General de Aduanas.
A diferencia de la legislación dominicana, donde no encontramos una norma que establezca la avocación administrativa, es decir, que una entidad de mayor jerarquía conozca de asuntos de entidades inferiores jerárquicamente a ella y dentro de su área de competencia, en Argentina, el artículo cuarto del Decreto 618/1997 establece la posibilidad de que la Administración Federal de Ingresos Públicos en la persona de sus directores y subdirectores generales pueden actuar por avocación en cualquier momento y de acuerdo a su competencia
.
El Director General de Aduanas está facultado para representar a la A.F.I.P. en los tribunales judiciales y administrativos en todo asunto que le atañe y designar los funcionarios que deben ejercer en causas que se sustancien en cualquier fuero, incluyendo el criminal, donde se conoce de la materia de contrabando
. El derecho aduanero argentino hace una distinción valiosa al señalar a quienes se aplican sus disposiciones: el servicio aduanero, los despachantes de aduana, los transportistas de aduana y los importadores y exportadores, así como otros sujetos que intervienen en dicho ámbito, tal como nos comenta Bracco (2002)(p.121). 
1.2  Antecedentes internacionales

En esta sección estudiaremos la evolución de las aduanas en el mundo en distintas etapas, donde se destaca y puntualiza los cambios sustanciales que se han dado en la historia de la humanidad en lo concerniente a las aduanas y el cobro de aranceles aduaneros.

1.2.1.
Las Aduanas En La Edad Antigua

Canahuate (1987) sitúa los prolegómenos del fisco en general en el Nilo, en la Ciudad Estado de Buto. En este Estado se borra la jerarquía social pero se introduce el fisco alimentado de impuestos. (p.8)

Este autor asevera en su obra que lo que permitió el predominio de Egipto en el Medio Oriente del siglo XV Antes de Cristo, entre otras cosas, fue el desempeño de sus aduanas y del Impuesto Sobre La Renta (pp.18-19) 

De acuerdo al autor citado, para el año 1,000 A.C. entran en acción los fenicios, quienes fueron los grandes descubridores y mercaderes de la antigüedad. Los fenicios lograron un nivel de prosperidad único ya que de todas sus colonias se recibía un diezmo sobre toda transacción comercial (p.27). 
Con respecto a los griegos, Canahuate nos explica que Atenas, en el siglo V A.C, tuvo una era de “laissez faire, laissez passer” que impulsó el comercio con los extranjeros, aunados a la modicidad de los aranceles aduaneros nunca superiores al 2.5%.(p.33)

Cuando Roma se lanza al dominio del mare nostrum lo hizo respaldado por recursos obtenidos de la imposición de tarifas aduaneras y en el monopolio de la sal y luego, por medio de  las contribuciones de las naciones perdedoras. Se llegó a votar una ley señalando la suma global de impuestos a que cada provincia se obligaba y se buscó crear una normativa de protección al contribuyente. Desde la época de los reyes, Roma poseía la Portoria, impuesto exigible tanto a la entrada como a la salida de mercancías, que se asemeja más a un peaje “in rem” que a un arancel. Cuando la republica se ve con colonias crea regiones aduaneras y luego Julio Domicio Enobarbo (Nerón) limita la Portoria a los objetos del comercio, que en aquel entonces incluía esclavos. Renoue señala que incluso, la excusa de César de invadir las Galias fue un conflicto tarifario entre dos estados, lo que él resolvió creando la cuadragésima galliarum, es decir, que toda mercancía pagaba el 1/40 de su valor. (p.5). 

Pero el estadista romano que nos dejaría un legado imperecedero sería Dioclesiano (284-305 DC.) Este suprime los tributos locales y uniformó los impuestos para todo el imperio en lo referente a la base impositiva, el se percató de que en materia financiera, lo esencial no es fijar la suma de los impuestos, sino lograr que ingresen, ya que el más autoritario estatismo no puede suplir la insolvencia de los contribuyentes. 
Este principio se mantiene hoy día y es aún la meta de todo servicio de aduanas, el poder recaudar mucho de manera eficaz, ya que a mayor impuesto hay una mayor propensión a la evasión, defraudación o elusión, según el caso. A mediados del siglo IV la prosperidad hizo aumentar los derechos aduanales al 12.5% en el imperium.
1.2.2. Edad Media 

La primera reforma de esta etapa la encontramos con Anastasio I (491-518 D.C), emperador de Bizancio, como lo señala Canahuate (1987) que suprime la responsabilidad solidaria de los curiales en materia fiscal y adoptó el principio de retribución de la contribución fiscal al establecer que las 2/3 partes de los ingresos municipales que desde los tiempos de Valentiniano I eran parte del fisco retornasen en beneficio de las ciudades mismas (p.78). Además, como nos comenta Roth (1970), se hizo acreedor a la gratitud entre las clases bajas por haber suprimido el impuesto del Crisargirón
, que era un impuesto sobre los beneficios. (p.29)
Gracias a los emperadores Heraclio y a Constantino IV Pogonatos
, quienes gobernaron entre el 610 y el 685, en Bizancio, podemos hablar de ministerios y por primera vez poseemos un concepto de hacienda como la consignamos hoy, dirigida por un inspector general de finanzas, aunque también en cada Thema
 el gobernador provincial cobraba capitaciones e impuestos municipales, fungiendo como agente de retención de impuestos por ante la corte bizantina.
1.2.3. La Edad Moderna

Tenemos en España un referente impositivo que nos afectó y parte de nuestro sistema se deriva del de ellos en esta etapa. Ellos definieron el Impuesto o tributo de Aduanas como oficina pública, establecida en costas y fronteras para registrar en el tráfico internacional, los géneros y mercaderías que se importan o exportan, y cobrar los derechos adeudados.
Tenemos la Alcabala, que se dividía en dos especies:1) tributo de un porcentaje del precio que pagaba al fisco el vendedor en la compraventa y ambos en la permuta, 2) tributo que pagaba el forastero por los géneros que vendía. Otro impuesto existente en la época era el barcaje que era el precio o flete por trasladar una mercancía. Se crea en 1503 la Casa de Contratación de Sevilla como ente regulador del comercio con las provincias de ultramar, tal como lo establece Canahuate (1987) (p.87-88).

Renoue (1989), señala que el primer legislador que simplificó el régimen aduanero en Francia fue Colbert, premier ministre de monseigneur le roi Luis XIV, quien por una ordenanza de 1687 fija el modo de aplicación de la tarifa, las formalidades a observar y el procedimiento a seguir organizando de paso el régimen de paso y de recaudo. (Pp.7-8).

Deseo citar a Cesare Bonnecasa, Marqués de Beccaria, quien en su obra de 1764 “De Los Delitos y Las Penas” habla del contrabando. Beccaria (1990) señala que:” este delito nace de la ley misma, porque al crecer la gabela, crece siempre la ventaja: y por tanto, la tentación de hacer el contrabando y la facilidad de cometerlo crecen con la periferia que hay que custodiar y con la disminución del volumen de la mercancía. La pena de perder tanto la mercancía prohibida como lo demás que la acompaña es justísima; pero será tanto más eficaz cuanto menor sea la gabela; porque los hombres no se arriesgan más que a proporción de la ventaja que el éxito feliz de la empresa pueda producirles”(p.64).
Gracias a este y otros tratadistas conocemos que se inferían castigos corporales
 y apremio corporal a los contrabandistas, ya que el autor precitado(1990) se manifiesta en contra de penas desmesuradas señalando que no todo contrabandista merece la misma pena, incluso llega a recomendar labores destinadas a recuperar los valores con los que quiso defraudar al fisco (p.64).
1.2.4. La Edad Contemporánea

En los tiempos de la Revolución Francesa  se eliminan las gabelas interiores y en 1791 se establece un “Code des Douanes” que definió las reglas relativas a la percepción de derechos aduaneros, a la policía fronteriza, a la constatación y persecución de las infracciones. Según Tulard (1987) ese códice aduanero fue modificado por Napoleón Bonaparte para lograra un control sobre lo que sería el bloqueo continental contra Inglaterra, pero ellos lograron evitar los controles en las líneas aduaneras francesas facilitado por la insurrección en España contra el invasor francés, alentando el contrabando (p.371). 

Con Napoleón III nos encontramos con un libre mercado entre Inglaterra y Francia, siendo las aduanas un cuerpo efectivo. Luego se mantuvo entre el proteccionismo y el liberar de aranceles el comercio internacional, verdadero motor de progreso de los pueblos, pues mientras haya sociedad, habrá comercio y, por ende, aranceles y derechos que cobrar.

1.3.1  Antecedentes para las aduanas dominicanas
El derecho aduanero dominicano, a pesar de haber abrevado en muchos de los elementos descritos en la sección anterior, tuvo una evolución que fue generando una practica y un sistema particular, ya que el pueblo dominicano ha sabido ser colonia española, francesa, haitiana y actualmente, a pesar de ser una nación libre y soberana, fuertemente influenciada por los Estados Unidos de Norteamérica, de quienes se copiaron algunas prácticas que como veremos se mantienen aún.

1.3.1.1 Era Colonial 

La historia nacional dominicana en esta materia nace en el derecho conocido como derecho indiano, que nace con las Capitulaciones de Santa Fe de 1492. 

Los españoles definieron el impuesto o tributo de Aduanas como la oficina pública, establecida en costas y fronteras para registrar en el tráfico internacional, los géneros y mercaderías que se importan o exportan, y cobrar los derechos adeudados. Tenemos la Alcabala, que se dividía en dos especies:1) tributo de un porcentaje del precio que pagaba al fisco el vendedor en la compraventa y ambos en la permuta, 2) tributo que pagaba el forastero por los géneros que vendía. Otro impuesto existente en la época era  el barcaje que era el precio o flete por trasladar una mercancía, tal como lo establece Canahuate (1987) (p.87-88).

Cuando Cristóbal Colón toma posesión formal de las tierras descubiertas en el primer viaje (1492), la corona le asigna 3 funcionarios cuyo fin era fiscalizar las remesas realengas que por las Capitulaciones les correspondían a los reyes Católicos.

Para 1494 la colonia contaba con el tesorero real, quien se encargaba de recibir y custodiar la parte realenga, el teniente contador, quien era el que contabilizaba y el veedor, quien custodiaba las armas. Existió el factor (parecido a nuestro colector de impuestos) y el receptor.
Canahuate (1987) explica que se crea en 1503 la Casa de Contratación de Sevilla como ente regulador del comercio con las provincias de ultramar. Los primeros impuestos establecidos acá fueron el quinto, la mesada y la media annata (pp.105-107).
En el año 1529, según Real Cédula, Castilla estableció en las Indias el régimen de impuestos y otros ingresos fiscales que regían a fines del siglo XV, los cuales serian recaudados exclusivamente por la corona, siendo este régimen por demás una copia del aplicado en la metrópolis, con ligeras alteraciones para facilitar su aplicación.

En 1543 se establece el ad Valorem aduanero conocido como “Almojarifazgo”, tanto para productos importados de España y otras colonias como para los exportados. Este impuesto fijaba el 12% Ad Valorem de toda la mercancía llegada y salida por todos los puertos de la colonia de las Indias, pero para Santo Domingo se baja en 1561 al 7.5% y en 1565 al 2.5 %. Este impuesto se cobraba en las aduanas locales y las mercancías no podían retirarse sin pagarlo o prestar una fianza. Su percepción quedó a cargo del tesorero real.

Según Dougnac (1998), el 16 de octubre de 1756 se abrieron al comercio internacional los puertos de Cuba, Santo Domingo, Trinidad y la Isla Margarita (p.161), habilitándose al mismo tiempo 7 puertos españoles para tal tráfico, y estableciéndose un arancel fijo del 3% para los productos españoles importados a las colonias citadas y del 7% si se trataba de productos extranjeros. Esta disposición permitió el libre comercio entre las colonias. 

El autor citado establece que en 1778 se crea el Reglamento y Aranceles Reales para el Libre Comercio de España a Indias, el 12 de octubre de ese año. En ella se encarnan las propuestas del economista José de Campillo y Cossio en su obra” Nuevo Sistema De Gobierno Para La América”. Se habilitaba en España los puertos de Sevilla, San Lúcar De Barrameda, Cádiz, Málaga, Vélez Málaga, Almería, Cartagena, Alicante, Valencia, Alfanques de Tortosa, Tarragona, Barcelona, Santander, Gijón, La Coruña, Vigo y El Ferrol, y en Indias a San Juan de Puerto Rico, Margarita, Santiago de Cuba, Trinidad, Matanzas, Manzanillo, Goleta, Baracoa, Batano, La Habana, Campeche, Santo Tomás De Castilla, Omoa, Cartagena, Santa Maria, Río de la Hacha, Portobelo, Chagre, Montevideo, Buenos Aires, Valparaíso, Concepción, Anca, Callao, Guayaquil, Cumaná, Guaira, Venezuela (Puerto Cabello), Guayana Y Maracaibo. Las zonas que no fueron mencionadas o se les redujo notablemente los impuestos a pagar como fue el caso de Isla Margarita, la cual fue exonerada del pago de alcabalas y en el resto rebajas tributarias y supresión de impuestos obsoletos.(pp.161-162).

En 1810, tras La Reconquista, liderada por Juan Sánchez Ramírez, para tratar de reactivar la estancada economía, se abolieron todas las leyes que ponían trabas al comercio y a la producción. Todos los puertos coloniales se abrieron a los barcos de las naciones amigas de España y se fija un arancel único de importación del 1%. Pero, como nos explica González Méndez (2000):” sin embargo, en 1814 fueron establecidos los tributos abolidos 4 años antes” (p.26). 
1.3.1.2.  Bajo La Dominación Haitiana y Primera República (1822-1861) 

González Méndez nos indica que:” En 1821 nace un arancel único de un 18%”. (p.26). Esto lo recalca además Canahuate, al señalar que en el 1821 se dicta un nuevo arancel de aduanas en España que protegía a las industrias peninsulares. Este tuvo que ser modificado para Santo Domingo, pues la pobreza reinante no permitía la compra de mercancía española y se tuvo que permitir que los dominicanos compraran en las antillas no españolas, con un arancel único del 18%(pp.161-162).Durante el período de dominación haitiana, los ingresos fiscales provenían principalmente de aranceles aduaneros, aunque había impuestos internos como patentes comerciales, sobre  la renta, sobre el papel sellado, entre otros.

Durante la Primera República (1844-1861) se estableció que la percepción directa de los diferentes impuestos y el pago de las sumas correspondientes a los gastos del estado quedó en las manos del Contador General y de los funcionarios subalternos en las provincias llamados preceptores particulares cuyas sedes estaban en Santiago, Puerto Plata, Azua, El Seybo y Samaná. En los 4 puertos habilitados para el comercio internacional, Santo Domingo, Azua Puerto Plata y Samaná se asignaron interventores de aduana,  encargados de la percepción de los aranceles de importación y exportación bajo la Supervisión del contador general.

Rodríguez Demorizi (1980) explica que existía una Comisión Central de Aduanas cuyo fin era fiscalizar  la percepción del arancel y dirimir los conflictos surgidos en la materia. Los principales funcionarios de hacienda (p.187) tenían que prestar una fianza antes de ascender al cargo.

Canahuate (1987) establece que los principales impuestos de aquella época fueron el arancel de importación y exportación, los derechos de puerto y tonelaje, la patente comercial e industrial y el papel sellado y claro está, gravámenes judiciales, nacionales y municipales. Estos tributos son los que”todos nuestros gobiernos han mantenido”. Los impuestos al comercio exterior aportaban el 80% de los ingresos tributarios en este período (p.121).

González Méndez (2000) señala que el 29 de mayo de 1845 es promulgada la ley 36, que crea los aranceles de importación y exportación (p.26). 
El día 7 de julio de 1847, mediante ley 121 , se ordenó que los derechos de importación se pagaran en moneda y a razón de 6 pesos dominicanos por un peso fuerte sobre el valor consignado en el arancel de 1845, sustituyendo a la ley 36 de 1845. En el año de 1848 se consolida la deuda pública y se produce una nueva emisión monetaria tomando como patrón el dólar de EEUU y se dispuso la “tasa de cambio” a razón de 4 a 1.

1.3.1.3. Período 1861 hasta nuestros días
Cuando Pedro Santana
 anuncia la anexión a España, decide cobrar los impuestos preexistentes, pero con la llegada de las autoridades españolas se nos impone el sistema impositivo y financiero que regía en Cuba, salvo que si la tarifa en Puerto Rico era menor, se aplicaba esta en detrimento de la tarifa cubana. 
En 1863 se crea la Administración General de Rentas Marítimas y Terrestres con delegaciones en las cinco divisiones políticas o gobiernos. Bajo este organismo se crearon la Tesorería. General de la Hacienda Pública, la Contaduría General, y el Consejo de Administración (Juzgado De Hacienda a posteriori), encargado de resolver los conflictos contenciosos administrativos entre el fisco y los particulares. Una vez consumada La Restauración, en 1865,  se mantiene el mismo sistema impositivo de la etapa 1844-1861, siendo el impuesto al comercio exterior el que más generaba ingresos tributarios.

Vale la pena mencionar que durante el primer período de gobierno del general Ulises Heureaux (1882-1884), se crea lo que se conoció como Jurados de Aduanas para decidir las contenciones entre los comerciantes y el servicio aduanero, los cuales, años después pasaron a conocerse como Consejos Superiores de Aduanas, conociendo el organismo rector en Santo Domingo de la apelación de las decisiones de los Consejos Superiores, siendo su decisión definitiva, por no ser susceptible de ningún recurso, tal como lo expresa Amiama(1987)(p.644).
Cuando el presidente Ulises Heureaux cae abatido en Moca  un día de Santa Ana
 del año 1899, nace el siglo XX para nuestro país. Como sabemos, tras un período de consolidación de deudas nuestros nuevos acreedores, que eran norteamericanos y el gobierno local, en diversas ocasiones gestionaron acuerdos en los que nuestras aduanas serían manejados por receptores norteamericanos y el 50% de lo recaudado  se destinó al pago de la deuda, 5% a los gastos de receptoría y el 45% restante al gobierno dominicano, tal como lo estableció la Convención Dominico- Americana de 1905, ratificada en 1907.

Cuando los norteamericanos intervienen en 1916 en la República Dominicana modificaron diversos aspectos para facilitar su gobierno sobre el pueblo dominicano, siendo quizá la más afectada el área impositiva. Según Wenceslao Vega (2002):”Los norteamericanos encontraron que el país tenía un sistema impositivo muy arcaico y lleno de inconsistencias y fallas. No había impuestos directos y el más significativo era el cobrado por las aduanas. Los ayuntamientos tenían una cantidad de cargas que imponían a nivel municipal y que eran cobradas muy deficientemente y con mucha corrupción. Desde el inicio, el gobernador Knapp quiso modernizar y centralizar los impuestos para lograr con ello un mayor ingreso fiscal. Se trajeron expertos norteamericanos que con ayuda de personalidades locales sugirieron al gobierno que lo primero que había que hacer en este sentido era abolir una serie de impuestos y arbitrios que generaban pocos ingreso y crear un impuesto a la propiedad territorial”(p.349). 

A estos fines se dictó, el 10 de abril de 1919, la Orden Ejecutiva 282, que estableció el impuesto a la propiedad y luego, por orden ejecutiva 285 se abolieron 8 impuestos: el impuesto municipal sobre mercancía importada, el impuesto sobre mercancía transportada o “peaje”, las alcabalas o impuestos de venta municipales, los impuestos de camino, los que gravaban los espectáculos públicos, los de entrada y salida de buques, los de producción doméstica y todos los impuestos de propiedad municipal”. Se crea en ese año a través de la ley de aduanas y puertos un cuerpo burocrático eficiente el cual fue completado tal como lo señalan  García y Polanco (2000), en el año de 1920 por medio de la orden ejecutiva 332, la cual dota al país de su primer arancel aduanero, cuya importancia estriba en que permite regular de manera más efectiva el comercio exterior al asignarle números a diversas mercancías bajo 2 criterios: primero bajo el mandato de la OMA
, que a través del Sistema Armonizado crea una nomenclatura de seis dígitos  y segundo, cada país tiene su arancel de 8 dígitos, regulándose que si no posee apertura una nomenclatura S.A. (léase Sistema Armonizado) se debe completar el espacio con 00, y si se ha aperturado se seguirá por decenas o centenas según la división y el uso de ese tipo de mercaderías(pp.14-17).

Según Canahuate (1987), durante el período de 1924 al 1930, bajo la presidencia de Horacio Vásquez, se culmina la centralización siendo aduanas la receptora de los impuestos de importación y exportación. (p.131).
En 1942, la ley 130 de 1942 sobre Cámaras de Cuentas elimina el Consejo Superior de Aduanas, manteniendo los órganos subalternos, los cuales se mantuvieron hasta la creación de la jurisdicción contencioso administrativa en 1947. 
En dicho año se crea un armazón legislativo para unas aduanas más eficientes por medio de la Ley 1488 sobre Arancel de Importación y Exportación, que modifica el arancel de la Orden Ejecutiva 332, facilitando el incipiente negocio naviero y el comercio internacional, al igual que lo referente al recaudo de los derechos que se generan por las acciones por ante las Aduanas. 

El 2 de Agosto del 1952, mediante el reglamento 8440, se crea el marco adecuado para la organización institucional de la Dirección General de Aduanas, lo que fue complementado por la ley del 14 de febrero de 1953, la Ley 3489, que establece el Régimen Legal De Las Aduanas. Dicho estatuto legal aún está vigente. 

Durante los 12 años
 del doctor Joaquín Balaguer, mediante la ley 170 del 4 de Junio del 1971, se establece un arancel para el país, el que seria modificado en el 2001 con la entrada en vigor de las convenciones OMC sobre la materia.
 El 30 de noviembre de 1979 se promulgó la ley 69 sobre Incentivos a las Exportaciones no Tradicionales y en el 2001 se crea la Ley de Incentivo a La Región Fronteriza 28-01. 

No quisiera finalizar mi exposición sin recordar la ley 4315 que crea la institución de las zonas francas dentro del territorio de la república y dicta otras medidas del 1955  y la 8-90, ambas sobre Zonas Francas. En ambas se consagran privilegios a la hora del pago de aranceles y derechos. 
1.3.2. Historia de las Aduanas en la República Argentina
1.3.2.1. Era Colonial. 

Los historiadores
 consideran que el antecedente más antiguo de la actividad aduanera en tierras del Río de la  Plata son las disposiciones contenidas en la Cédula Real que el Emperador Carlos V firmó el 19 de julio de 1534 en favor de Don Pedro de Mendoza, autorizándolo a emprender la conquista y "poblar las tierras y provincias que hay en el río de Solís que llaman de La Plata". 

Dicha Cédula Real establecía la exención del pago de derechos del 7,5% (almojarifazgo) de todos aquellos bienes que llevaran consigo los colonos siempre y cuando fueran para su uso o consumo personal y no con fines comerciales, dado que, en este último caso, el Tesorero Don Rodrigo de Villalobos, que integraba la expedición de Mendoza, debía formular los cargos correspondientes. 

El primer registro oficial que se conserva de una operación data del 1º de junio de 1586 y corresponde al ingreso de mercaderías introducidas por la nave "Nuestra Señora del Rosario", procedente de Santos, Brasil, propiedad de Don Alfonso Vera.

Por aquellos tiempos, Buenos Aires y la región pampeana eran un área marginal, cuyos contactos comerciales con el exterior se daban a partir de dos grandes actividades: la exportación de navíos a Brasil (cuyos permisos especiales eran otorgados por las autoridades españolas) y el contrabando
. 
Durante este período el puerto de Buenos Aires se convirtió en un punto de ingreso -lícito e ilícito- de diversos productos así como de esclavos africanos. Esto motivó la temprana queja de los comerciantes limeños y el establecimiento en 1622 de una "Aduana seca" en la ciudad de Córdoba, trasladada a Jujuy en 1696, que gravaba con un 50% las mercaderías que se dirigían hacia el norte. 

Esta situación de relativa marginalidad cambió en la segunda mitad del siglo XVIII a partir de las reformas borbónicas. En 1776 se creó el Virreinato del Río de la Plata, del que Buenos Aires fue la capital. La creación del Virreinato fomentó las actividades mercantiles en Buenos Aires al permitírsele comerciar con las otras dependencias españolas. 

Dos años más tarde, en 1778, la Corona sancionó el Reglamento de Libre Comercio, que eliminó el antiguo monopolio que ejercían otros puertos en su relación con la Península y autorizó a Buenos Aires, entre otros, a comerciar directamente con España. También se reforzó el control de estas actividades con la creación de la Real Aduana de Buenos Aires, organismo encargado de administrar el comercio exterior del Virreinato. 

Durante muchos años el desarrollo de la actividad aduanera estuvo ligado al lento crecimiento poblacional de la región del Plata que registraba una escasa actividad comercial y en consecuencia una reducida recaudación.

1.3.2.2. Siglo XIX hasta nuestros días
La Revolución de Mayo
 impulsó medidas tendientes a asegurar la libertad de comercio sin restricciones, lo que implicó reorganizar las instituciones administrativas y transformar a la Aduana en concordancia con el espíritu revolucionario de la época, que estaba imbuido del liberalismo filosófico y político vigente a comienzo del Siglo XIX.

Los primeros gobiernos patrios se fijaron como objetivos mejorar los servicios aduaneros, combatir el contrabando y aumentar la recaudación, tanto nacional como provincial, dado que existían aduanas interiores. Hacia 1812, las necesidades económicas abrieron el camino a la creación de nuevas aduanas. Así nacieron, por decreto, las aduanas de Mendoza y Corrientes.
Para los mismos años, cada Cabildo de Buenos Aires ejercía el control aduanero. Pero también tenían a su cargo el cobro de impuestos a los habitantes de la ciudad, como las alcabalas y las patentes para ejercer el comercio en la vía pública en vandolas o para circular en carro por la ciudad.

Desde 1826 se sucedieron diversos intentos para unificar las aduanas, pero todos fracasaron. 
Debemos destacar la ley de aduanas aprobada durante el gobierno de Juan Manuel de Rosas, que establecía algunos conceptos y parámetros interesantes
, pero no pudo consolidarse por los hechos de Caseros y la misma inercia económica propiciada por el régimen rosista.  
Recién después de la caída de Juan Manuel de Rosas, en el Acuerdo de San Nicolás -firmado en 1852- se determinó que los impuestos de aduana a las importaciones y exportaciones, tendrían carácter nacional y que las mercaderías de origen extranjero podrían transitar libremente de una provincia a otra luego de ser nacionalizadas. 

Cuando la provincia de Buenos Aires se reincorpora a la Confederación Argentina en 1860, tras una secesión iniciada en 1853, se le reconocen a Buenos Aires, dentro del acuerdo de San José de las Flores, que fue el que permitió la reincorporación de Buenos Aires a la Federación Argentina,   fueros para tener sus aduanas propias dentro del sistema federal
, compartiendo sus ingresos con el resto del país, existiendo hoy día una subdivisión administrativa en la aduana argentina que es la referente a la aduana de Buenos Aires.
Tras el inicio del siglo XX, esta institución cambia su nomenclatura varias veces, pero en ningún momento deja su función esencial: el servir de guardián y protector del comercio en la Argentina, velando por una justa fiscalización de las mercaderías importadas y exportadas, haciendo estos procesos mas eficientes mediante el uso de tecnologías que permiten una aforación creíble y que acortan el tiempo de un tramite, recortando costos a la administración
. 
CAPÍTULO II: ILÍCITOS ADUANEROS Y CONTRABANDO
2.1. Concepto de Ilícitos Aduaneros 
2.1.1. Concepto de Ilícitos Aduaneros en República Dominicana

En República Dominicana, podemos acotar que es el Derecho Tributario, rama del derecho madre del Derecho Aduanero, la que consigna los denominados ilícitos tributarios, los que se encuentran en las disposiciones del Capitulo XIII de la ley 11-92, que establece el Código Tributario. Esta definición, como se apreciará, es la misma que rige en materia aduanera y por ello le otorgo prelación, ya que es clara y simple. 

Comienza este Capítulo por decirnos que es una infracción tributaria, la que describe como: “toda forma de incumplimiento de obligaciones tributarias tipificadas y que al tenor del artículo 197,  se clasifican las infracciones en faltas tributarias y delitos tributarios, pero se establece una diferencia entre la falta y el delito tributario ya que”: Para que la infracción denominada falta tributaria quede configurada no es requisito esencial la existencia de culpa o dolo ni del perjuicio fiscal, salvo cuando este Código lo disponga expresamente”. Mientras que para la configuración del delito tributario se requiere la existencia de dolo o culpa. 

Los delitos tributarios son de acuerdo al artículo 204 del Código Tributario 1.- La defraudación tributaria, 2. - La elaboración y comercio clandestino de productos sujetos a impuestos, y, 3.- La fabricación y falsificación de especies o valores fiscales. Por su parte, las faltas tributarias son 1. - La evasión tributaria que no constituye defraudación, 2. - La mora, 3. - El incumplimiento de los deberes formales de los contribuyentes, responsables y terceros, 4.- EL incumplimiento de los deberes formales de los funcionarios y empleados de la Administración tributaria y, 5. - El incumplimiento de los deberes formales de los funcionarios públicos, ajenos a la Administración Tributaria.

En materia procesal esta distinción tiene importancia ya que según el artículo 206”: Cuando un mismo hecho configure más de una de las faltas señaladas en este Código, se sancionará independientemente cada una de ellas, si se trata de falta. La clasificación de estos actos manifiestamente ilícitos será abordada desde dos ópticas: La legislativa y la doctrinal. 

Nuestra ley de Aduanas vigente carece de una clasificación sistemática, pero mediante el método analítico de “letra y espíritu” podemos elucubrar que existen 2 tipos: de índole meramente administrativa o falta  y los delitos, en los que se aprecia un animus fraudendi y dolo de los que carece el primero.   

La doctrina en nuestra materia se ha convertido en la gran generadora de cambios, ya que es aceptada por la administración y por el hecho de carecer de una legislación coherente sobre la materia y la jurisprudencia ha sido tímida o nula. 

El anteproyecto de 1995 dice en su artículo 244 que:”las infracciones aduaneras pueden ser de carácter administrativo, tributario o constitutivas de los delitos de contrabando y fraude”. Según este anteproyecto, las infracciones aduaneras administrativas son aquellas cometidas por los usuarios en desmedro de su obligación tributaria generada por el paso de la mercancía por la aduana y el correspondiente aforo
. Por su parte, las infracciones aduaneras tributarias son aquellas acciones u omisiones que causen o puedan causar perjuicio fiscal y que no sean delitos.

Las infracciones aduaneras constitutiva de los delitos de contrabando y fraude mantienen sus definiciones en este anteproyecto modernista, cuyo criterio ha sido acogido por dos proyectos de ley de aduanas, una del 2003 y otra introducido el 17 de Diciembre del 2004 al Congreso Nacional.  
2.1.2. Concepto de Ilícitos Aduaneros en la República Argentina. 

A diferencia del caso dominicano, en el argentino se hace una debida y sistemática diferenciación entre infracción y delito, tanto así que las infracciones siempre serán conocidas por el tribunal fiscal si llegan a cierto monto, o por la jurisdicción penal, si fuere contrabando.
Con respecto a las infracciones en materia aduanera, lo primero a puntualizar es que el artículo 1017, párrafo segundo del Código Aduanero Argentino no prevé la posibilidad de que el procedimiento administrativo sea supletorio en esta materia. En esta materia se imponen como supletorias las normas del Código Procesal Penal de la Nación (Ley 23,984) a este trámite, así nos señala Bracco (2002) (Pp.155-156).
Debemos definir que se considera delito y que es infracción ante las normas aduaneras argentinas. Según el artículo 862 del Código Aduanero “Se consideran delitos aduaneros los actos u omisiones que en este título se reprime por transgredir las disposiciones de este Código”. Las infracciones se definen en el artículo 893 del texto legal ya señalado, que reza de la manera siguiente “Se consideran infracciones aduaneras los hechos, actos u omisiones que este título reprime por transgredir las disposiciones de la legislación aduanera. Las disposiciones generales de este Título también se aplicarán a los supuestos que este Código reprime con multas automáticas”. Como podemos observar, la definición de infracciones es más abarcadora, ya que diversas cosas pueden culminar como infracción: declaración inexacta, violación al régimen de equipajes, etc.; mientras que el delito se caracteriza por el daño o perturbación social que causa. El delito aduanero por excelencia es el contrabando aduanero.   
2.2) Definiciones Legales Y Clasificación Del Delito De  Contrabando

Según Henri Capitant (1978), “es el hecho de introducir clandestinamente en un territorio mercancías cuya entrada se prohíbe o respecto del cual no se han pagado los derechos aduaneros”. (p.131)

Según Beccaría (1990), “el contrabando (contra bannum), que es el acto de quien introduce en un Estado o intercambia mercancías en contravención a las disposiciones de ley” (p.96)

Según el modelo de Código Tributario del BID/OEA de 1968 en su artículo 102 señala que ”Constituye contrabando toda acción u omisión en la entrada o salida de mercaderías que eludiendo la intervención de los funcionarios aduaneros o induciéndolos al error, viole las leyes establecidas por razones de orden público o perjudique la percepción de los tributos que deban recaudarse en ocasión de la operación. La configuración del contrabando no exige necesariamente la concurrencia del perjuicio fiscal”.

Según Ramírez (1980) la ley de aduanas de 1962 de Argentina, en su artículo 187 señala que:” constituye contrabando: a) la introducción o extracción de mercaderías por lugares no habilitados por ley o por disposición de autoridad competente; la que se desvíe de los caminos marcados para la realización de esas operaciones y la que se efectúe fuera de las horas señaladas. B)  Las operaciones de importación o exportación con mercaderías u objetos cuya entrada o salida estuviere prohibida” (p.138).
Esta definición ha cambiado hoy día en la Ley 22415, que instituye el Código Aduanero al señalar en su artículo 864-b
 la definición mas cercana a la naturaleza de la figura en estudio:” Será reprimido con prisión de 2 a 8 años quien realizare cualquier acción u omisión que impidiese o dificultase el control del servicio aduanero con el propósito de someter a la mercadería a un tratamiento aduanero o fiscal distinto al que correspondiere, a los fines de su importación o de su exportación”.
A esto debemos sumarle un requisito para la tipificación de la figura del contrabando: la cuantía del valor de la mercadería en plaza. Si sobrepasa los cien mil pesos argentinos en  mercadería normal o treinta mil en el caso del tabaco y sus derivados, estamos ante contrabando aduanero, si no se da esta condición objetiva estamos ante la figura infraccional conocida como contrabando menor, que se diferencia en aspectos procedimentales y en las sanciones de la figura en estudio y que en su momento explicaremos.  
Según el  doctor Ramírez(1980), el artículo 334 del Código Penal Brasilero indica que ”Contrabando o descaminho: importar o exportar mercadería prohibida, o eludir en todo o en parte el pago de los derechos o impuestos debidos por la entrada, por la salida o por el consumo de la mercadería” (p.139).

La definición legal en República Dominicana la otorga la Ley 302 de 1966 al decir que”: Se califica delito de contrabando la introducción o la salida del territorio nacional, así como el transporte interno, la distribución, el almacenamiento o la venta pública o clandestina de mercancías, implementos, productos, géneros, maquinarias, repuestos, materiales, materias primas, objetos y artículos con valor comercial o artístico, que hayan sido pasados o no por las aduanas del país, en complicidad o no con cualquier funcionario o autoridad sin haber cumplido con todos los requisitos ni satisfecho el pago total de los derechos e impuestos previstos por las leyes de importación y exportación. Además, se reputarán para los fines de esta ley, delito de contrabando, el tráfico con mercancías exoneradas, sin llenar previamente los requisitos de la ley de exoneraciones para la venta de las mismas” Víctor Máximo Charles Dunlop (2001) (Pp.563-564)
¿Qué se coligen de estas definiciones legales sobre contrabando?

El Anteproyecto de la Ley De Aduanas de 1980 nos establece 6 presunciones de responsabilidad por la comisión del delito de contrabando:

1.
Introducir o sacar mercancías del país fuera de las zonas primarias de jurisdicción de las aduanas, o, dentro de dichas zonas tratar de introducirlas o sacarlas, movilizarlas o transportarlas, si la movilización no está encaminada a la presentación inmediata de ellas a la Aduana;

2.
Desembarcar o descargar o tratar de llevar o de depositar en tierra, mercancías extranjeras provenientes de cualquier medio de transporte que se encuentre dentro del territorio o de las aguas territoriales, y antes de que el vehículo llegue al puerto del destino de su carga, salvo casos de “arribada forzosa legalmente comprobada”;

3.
Tener a bordo de cualquier medio de transporte mercancías no manifestadas o declaradas o tenerlas sin haber pedido autorización para embarcarlas;

4.
Tener dentro de la zona primaria de jurisdicción de las Aduanas mercancías extranjeras respecto de las cuales no se pruebe que han cumplido las obligaciones aduaneras;

5.
Tener una persona en su poder mercancías nuevas extranjeras, destinadas a la venta o que por exceder de sus necesidades normales y las de su familia, pueda estimarse fundamentalmente que se tienen para su comercio, a menos que acredite su legal internación o adquisición en el país a una persona determinada. Esta presunción se extiende también para las personas que antes guardaron o tuvieron en su poder tales mercancías;

6. Tener en su poder mercancías que carezcan de las marcas, sellos o estampillas que han debido fijárseles de acuerdo con las leyes, decretos o reglamentos. 

Según el modelo de Código Tributario del BID/OEA de 1968, podemos señalar como casos de contrabando, sin perjuicio de otras situaciones:

1) la entrada o salida de mercancías, objetos o productos:

a) por vías o lugares no autorizados

b) en horas fuera de las señaladas o autorizadas

c) cuya entrada o salida estuviera prohibida;

2) La acción u omisión tendiente a hacer aparecer como nacionalizadas, mercaderías introducidas temporalmente;

3) La existencia de mercaderías en el medio de transporte utilizado en la entrada o salida sin la documentación exigida por las disposiciones pertinentes;

4) La desviación o sustitución total o parcial de bultos o de su contenido, en las operaciones de importación, exportación, tránsito, reembarco o trasbordo;

5) La tenencia injustificada de mercaderías de importación dentro de la zona aduanera sin la documentación correspondiente.
La Ley 22415, que instituye el Código Aduanero, establece varias tipologías de contrabando en su artículo 864. El artículo 864 inciso A
 regula los contrabandos de clandestinidad, que es uno de los tipos mas comunes; el artículo 864 C establece un caso basado en falsa documentación de apoyo
 con el fin de reducir los impuestos a pagar o ponerse en un régimen más benigno; el 864-D establece el contrabando por ocultación
; el artículo 864-E consagra el contrabando por simulación
 y el artículo 864-B
 regula todos los supuestos no estipulados en los textos previos, convirtiéndose en un inciso genérico pero supletorio, solo regula aquello no regulado por los otros incisos. 
Estos supuestos pueden ser agravados procesalmente si se constituyen cualquiera de las siguientes “agravantes” legales:

1) cuando intervienen tres o más personas en calidad de autor, instigador o cómplice
;
2) Cuando interviniere en el hecho en calidad de autor, instigador o cómplice un funcionario o empleado público en ejercicio o en ocasión de sus funciones o con abuso de su cargo
;

3) Cuando interviniere en el hecho en calidad de autor, instigador o cómplice un funcionario o empleado del servicio aduanero o un integrante de las fuerzas de seguridad a las que este Código les confiere la función de autoridad de prevención de los delitos aduaneros
;

4) Cuando se cometiere mediante violencia física o moral en las personas, fuerzas sobre las cosas o la comisión de otro delito o su tentativa
;

5) Cuando se realizare empleando un medio de transporte aéreo, que se apartare de las rutas autorizadas o que aterrizare en lugares clandestinos o no habilitados por el servicio aduanero para el tráfico de la mercadería
;

6) Cuando se cometieren mediante la presentación ante el servicio aduanero de documentos adulterados o falsos, necesarios para cumplimentar la operación aduanera
;

7) Cuando se tratare de mercadería cuya importación o exportación estuviese sometida a una prohibición absoluta
;

8) Cuando se tratare de sustancias o elementos no incluidos en el artículo 866 (drogas narcóticas o estupefacientes) que por su naturaleza, cantidad o características, pudieren afectar la salud pública
;

9) Cuando el valor de la mercadería en plaza o la sumatoria del conjunto cuando formare parte de una cantidad mayor, sea equivalente a una suma igual o superior a tres millones de pesos argentinos
;
10) el artículo 866 establece dos supuestos por tráfico de sustancias estupefacientes
. El primero señala que:” Se impondrá prisión de tres(3) a doce (12) años en cualquiera de los supuestos previstos en los artículos 863 y 864 cuando se tratare de estupefacientes en cualquier etapa de su elaboración”, mientras que el segundo plantea un agravamiento de la pena precedente si:”concurrieren alguna de las circunstancias previstas en los incisos a), b), c), d) y e) del artículo 865, o cuando se tratare de estupefacientes elaborados o semielaborados, que por su cantidad estuviesen inequívocamente destinados a ser comercializados dentro o fuera del territorio nacional”, y; se debe añadir el supuesto señalado por el artículo 867 de la ley 22415 que se opone al trafico de armas de guerra, nucleares, químicas y afines que pudiesen desestabilizar a la Argentina
. 
2.3) Antecedentes Históricos Del Contrabando

El contrabando es antiquísimo. En Egipto, para los siglos V y VI A.C, por el contrabando de vinos y tejidos de los cartagineses, tuvieron que legislar sobre la materia. Sabemos que el imperio romano instituyó un cordón aduanero, aunque mayormente el objeto contrabandeado eran esclavos que eran res
.

En Francia, durante El Renacimiento, el contrabando de sal era floreciente, y para evitar el pago de la gabela había traficantes que la introducían de manera clandestina a las ciudades.

En el Imperio Español, aquel donde el sol nunca se ponía
 , el contrabando provocó que Felipe III creara el Almirantazgo, que era una hermandad de comerciantes cuyo fin consistía en impedir el comercio ilícito. El Derecho Penal Indiano define este delito de la manera siguiente”: llamase contrabando cualquier fraude o usurpación en los derechos de aduanas, rentas provinciales y demás que se administran de cuenta de la Real Hacienda”, estableciéndose las penas por Real Cédula del 22 de Julio de 1761.      

2.4 El Contrabando Desde El Punto De Vista De La Doctrina Penal

Debemos comenzar por  enunciar con Ramírez (1980) que los actos dañinos o que generan un daño reparable son: el delito, el cuasidelito y el acto fortuito, diferenciándose en la presencia o no de la voluntad de hacer daño. (p.116).Lo penal está referido a las dos primeras categorías, respondiendo a tres factores invariables: el hecho (delito), el delincuente (actor) y la pena (castigo).El delito se clasifica de la manera siguiente de acuerdo al autor citado: 

1) Según la calidad en naturales y artificiales;

2) Según su objeto los delitos son comunes o políticos;

3) Según la forma de conducta podemos distinguir entre delito de acción y delito de omisión;

4) Según su efecto pueden ser formales o materiales;

5) Según la culpabilidad en delitos dolosos o culposos;

6) Según su desarrollo  en ejecución material y espiritual;

7) Según su duración distinguimos entre delitos instantáneos y delitos permanentes;

8) Según la norma jurídica en delitos comunes y delitos especiales;

9) Según el número de bienes jurídicos atacados puede ser simple o complejo(pp.116-119)

En el caso del contrabando iremos desmenuzando dichas clasificaciones en procura  de esclarecer la naturaleza multiforme de esta infracción que es el centro de nuestro estudio. 

Con respecto a su calidad, Ramírez (1980) señala que  el contrabando es un delito artificial, ya que no hay un atentado contra la ética(p 116), Según su objeto es común salvo el caso de que el bien contrabandeado sea usado para actividades subversivas de las enumeradas en el artículo 14 de la Constitución Dominicana
, Según su forma de conducta, es manifiesta y ostensiblemente notorio que es de acción, por la disposición del agente de cambiar el mundo exterior, según nota Ramírez (1980) (p.117). 

En opinión del autor citado, el contrabando según su efecto  es material ya que plantea un resultado externo; según la culpabilidad es un delito doloso y según su desarrollo  en ejecución material, siendo contrabando desde que se halla en estado de tentativa (p.117). Si hacemos la distinción según su duración  el contrabando sería un delito  instantáneo ya se consuma en el momento en que se ingresa una mercancía sin cumplir con todas las obligaciones aduaneras y, según la norma jurídica es un delito especial ya que salvo Brasil que en el artículo 334 de su código penal habla del contrabando o descaminho, todo lo referente a contrabando se encuentra en leyes especiales y, según el número de bienes jurídicos atacados puede ser simple o complejo ya que puede unirse 2 infracciones, pero el contrabando ab initio es simple, como lo señala Ramírez (p.119).

2.5) Presupuestos Del Delito Del Contrabando 

Viendo las definiciones que hemos venido estudiando debemos abocarnos al estudio de los presupuestos que la configuran. 

En primer término y de acuerdo con Ramírez(1980) debe existir un territorio aduanero y obligaciones de paso y control, que deben estar aunadas a la existencia de una línea aduanera con ciertos puntos habilitados, ya que de conformidad con la legislación aduanera, toda nave puede ser sometida a revisión desde que entre en la zona marítima de control(mar territorial y mar adyacente), siendo este espacio donde aún no esté sujeto no se obliga a manifestar su cargamento o de aforarlo, y las obligaciones de declaración y control nacen en los puntos organizados para regular el comercio exterior, sean puertos, aeropuertos y puertos terrestres autorizados para este fin. 

Ramírez (1980), explica que al recalar
 en el primer puerto o aeropuerto se generan dos tipos de obligaciones, de carácter activa o pasiva, como es el presentarle a las aduanas el manifiesto general y todo otro documento que sea solicitado y requerido y aforar la mercancía(p.149). En un segundo término la existencia de líneas aduaneras interiores, zonas de tratamiento especial y recintos particulares de depósito aduanero. No sólo el cruce clandestino o subrepticio de la línea aduanera generará el ilícito del contrabando. Existen dentro de los países líneas para cuyo paso las mercancías deben someterse a restricciones y controles especiales.

El enclave más extraterritorial es la Zona Franca
, que para todo efecto aduanero se reputa territorio extranjero, por lo que el control debe hacerse en la periferia de la misma. Es bueno señalar que a pesar de la libertad de tránsito y movimiento de mercancías de que goza es casi total, no exime esto de que las autoridades aduaneras hagan visitas de verificación y control. 

La Zona de Tratamiento Especial
  no reviste un carácter extraterritorial, sino que, como dice Ramírez (1980) son zonas de un país que gozan de franquicias y exenciones para su comercio exterior, sin que la mercancías que se importen al amparo de ese régimen puedan llevarse al resto del territorio (p.151). Los recintos particulares de depósito aduanero son almacenes manejados por empresas del sector privado para mercancías extranjeras, para su almacenamiento, elaboración o terminación del producto, o para la fabricación de artículos de exportación. 
2.6) Formas Típicas Del Contrabando  

El contrabando en principio puede ser:

1. Contrabando De Potestad: como nos explica Ramírez (1980) su fundamento es el de sancionar criminalmente las conductas que atentan contra el libre ejercicio de la potestad de aduanas, la cual no se encuentra condicionada por la existencia de impuestos o derechos a aplicar. El bien jurídico es la potestad aduanera y el orden público del estado, en lo referente a los tributos que se puedan generar (pp.152-153). Ramírez (1980)  nos señala que pueden manifestarse por la confluencia de estos elementos: la introducción o salida del territorio nacional, la introducción o extracción de mercaderías y la elusión de la potestad aduanera (pp.153-155).  

2. Contrabando de Potestad desde la Zona de Tratamiento Aduanero Especial: Según Ramírez (1980) es este  una modalidad del anteriormente descrito  y el contrabando de potestad desde la Zona de Tratamiento Aduanero Especial se configurará con los siguientes elementos: 1) dejar pasar mercancía extranjera, por presumirse la extraterritorialidad de la zona siendo nacional para esa zona especial y extranjera para el resto del país, 2) debe pasarse las mercaderías de una zona especial a otra de mayores gravámenes y,3)elusión de la potestad de una zona a otra (pp.155-156)

3. Contrabando con Elusión de Gravámenes: según el autor citado es un subtipo del contrabando de potestad y busca resarcir créditos no pagos del estado frente a la falta del cumplimiento del obligado aduanero (pp.156-157).

2.7) Características Y Efectos

Los efectos del contrabando son variados, dependiendo del enfoque que se dé a los mismos, si desde la óptica jurídica o desde la visión de la economía. Los más trascendentales son:

1)
Crean distorsiones al mercado: La Ley 1-02, sobre Prácticas Desleales de Comercio y Medidas de Salvaguarda establece en su artículo 3 que”: Son prácticas desleales del comercio internacional, la introducción de mercancías inferiores a su valor normal, precio de “dumping” o que sean objeto de subvenciones en su país de origen o procedencia, y que efectivamente causen o amenacen causar daño importante a una rama de la producción nacional”. Las distorsiones al comercio se generan por que esas mercancías entran con precios de dumping y al ser menor al del producto existente en el mercado local se preferirá este bien, provocando especulación y otros males dañinos al comercio. 
El dumping y el contrabando tienen efectos parecidos, ya que crean distorsiones a los mercados y a los renglones productivos de la nación y que aunque la Ley 1-02 calla ante esta posibilidad, si se llega al punto de tener un contrabando “salvaje y desaforado” tendrá  virtualmente los mismos efectos que se presentan con el Dumping Comercial, pero en Argentina, y es justicia hacer esta salvedad, esto se maneja dependiendo el caso como infracción de tenencia injustificada de mercadería de origen extranjero con fines comerciales o industriales o, si se manifiestan una serie de supuestos (precios irregularmente bajos, calidad y cantidades del producto) que hagan presumir, primero que se podía presumir que eran fruto de un contrabando, tipificándose el supuesto de contrabando por declaración inexacta, sancionado por el artículo 864, inciso b, de la Ley 22415. 

2)
Reducción del monto presupuestado a entrar a las arcas del estado por concepto de impuestos, aranceles y derechos aduaneros: Una de las fuentes en que el estado obtiene el dinero para el cumplimiento de sus fines son los impuestos aduaneros. A mayor contrabando habrá mayor elusión y evasión fiscal. Como se genera ese círculo vicioso de la evasión, el estado no puede percibir la remuneración que le corresponde por el pago de todos los derechos, tasas, contribuciones, impuestos y aranceles evadidos, por lo que no podrá usar esos dineros para los planes sociales y cubrir necesidades administrativas de importancia (pago de nómina, mantener estructuras burocráticas prestadoras de servicios para la ciudadanía, ponderar y estructurar la Ley General de Presupuestos y Gastos Públicos de cada año, entre otras), impidiendo el mejoramiento dichos servicios públicos, así como su regulación y administración y la implementación de políticas públicas eficaces que generen una optimización de la calidad de esos servicios.

CAPÍTULO III  REALIDADES DE LA LEGISLACIÓN ADUANERA DOMINICANA
3.1. Legislación dominicana En Materia De Contrabando, características y régimen sancionador hasta la aparición del anteproyecto de Ley Regulatoria de la actividad de la administración pública y su control por los tribunales 
Podemos decir que las características esenciales de esa legislación aunque se han hecho manifiestas a lo largo de esta investigación, debemos recalcarlas para comprender este problema que es el contrabando en toda su extensión:

1. Dispersa Y Confusa: En nuestra historia como nación independiente se han votado cerca de 20 leyes sobre el tema, muchas de las cuales son falsas permanencias procesales, ya que realmente no se cumplen a pesar de que continúan en vigencia legal, como es el caso del artículo 387 y los artículos 419 y 420 del Código Penal. Esta prolijidad legislativa impide que se aclaren las reglas de juego que deben primar entre la Administración Aduanera y los usuarios de sus diversos servicios, sin contar con severos errores de nuestros legisladores al derogar leyes en la medida que son contrarias a una nueva, ya que dejan subsistente una parte de esta, como sucede con la ley de 1919 sobre Aduanas y Puertos, que posee artículos que en principio deben aplicarse a pesar de su “derogación” en 1953 de  manos de la ley 3489 sobre Régimen Legal de Aduanas.
2. Anacrónica: Desde el ámbito del Código Penal, que es la legislación marco que durante muchos años reguló el contrabando (entre 1884 y 1919), tenemos leyes que tratan de regular la materia pero que han caído en la obsolescencia, como son las siguientes: 1)La ley de Aduanas y Puertos de 1919 la cual no ha sido totalmente derogada, sino en la medida que choca con la ley 3489; 2) La ley 483 de 1944 que establece la sentencia penal por contrabando sobre la base de una modificación al artículo 187 de la ley de Aduanas y Puertos, la cual como hemos señalado  no ha sido totalmente derogada, sino en la medida que choca con la ley 3489, 3)la ley 1197 de 1936 que buscaba reprimir el contrabando pero que le ponía a las alcaldías el control de esta infracción, lo que es un absurdo, ya que para ese entonces se había creado en 1919 Aduanas y nuestros Poderes Municipales nunca han tenido los recursos necesarios para poder cumplir con los requerimientos de su población, por lo que el único logro de esta ley fue el crear una dualidad de funciones en teoría, ya que en la práctica nunca nuestros ediles pudieron atajar ese flagelo, no por connivencia, sino por incapacidad material de los municipios; 4)Ley 218 de 1964 que establece recompensa a los que conduzcan a la captura de los contrabandistas, la cual carece de un organismo que la haga viable y que busca jugar sucio contra los criminales, pero se queda en intenciones por demás encomiables, 5)Ley 237 de 1964 que establece las tentativas para el delito de contrabando, siendo de gran importancia procesal hoy día, 6) Ley 697 de 1965 sobre prestación de fianza a los prevenidos de Contrabando, la que creo que fue un exceso de benignidad por parte de nuestros legisladores y la que debería reducirse su aplicación, ya que las fianzas en nuestro país tienden a desvirtuarse y dependen de la subjetividad del juez, que por más que desee evitar un delitto dello intelletto este será inevitable, 7)La ley 3003 sobre policía de puertos y costas y sus modificaciones: creada el 10 de julio de 1951, esta ley, y sus posteriores modificaciones, respondieron a la realidad de esa época y a las necesidades del momento aun considerada como buena base y punto de partida, esta ley es en la actualidad definitivamente obsoleta. 8) Tenemos además la  Ley 70 del 17 de diciembre del 1970, que crea la autoridad portuaria dominicana y su reglamento de aplicación: a nuestro humilde entender una ley bastante coherente y bien redactada, pero con vacíos y yuxtaposición de funciones, especialmente con relación a la Ley 3003, esta ley responde a la política para entonces generalizada, sobre todo en Latinoamérica, de que el Estado debía tener  controlado los renglones del quehacer económico, en contraposición a las tendencias actuales donde tenemos un Estado minimalista. 
3. Inconstante: El criterio ha variado entre la penalización del delito como es el caso de la ley 602 sobre contrabando y ab initio el Código Penal, la aduanización con la ley sobre aduanas y puertos y la ley 3489, que establece el régimen legal de las aduanas y la desaduanización que es lo que persiguen los tratados ratificados y la tristemente recordada ley 1197 de 1936.
4. Compleja: Al no estar toda la temática aduanera en un solo Códex Aduanero sino en el piélago de leyes y disposiciones ya indicadas esto crea diversas reglas contrapuestas que chocan entre si, se contradicen y crean conflictos hasta de jurisdicción. 
Comprendo que la normativa administrativa, al ser tan profusa y específica no se puede codificar en un todo armonioso, pero considero que la normativa sectorial de aduanas, por ser una normativa específica, limitada en cuanto su aplicación y unidas en cuanto su propósito esencial( que es el mejoramiento de las aduanas, de sus procesos administrativos como oficina prestataria de servicios estatales y la reducción progresiva de los casos de ilícitos al prevenir estos) si puede ser objeto de una codificación exhaustiva que permita delimitar derechos y deberes entre el Estado y el individuo, difuminados y confusos por las causas ut supra indicadas. 
3.2.) Procedimiento Sancionador En Materia Aduanera en República Dominicana y la República Argentina: Diferencias
3.2.1.) Procedimiento sancionador en Republica Dominicana

Ab Initio, veremos como se ha apreciado la reparación del daño sufrido tomando como factor determinante la pena o sanción impuesta. Debemos asegurar que dado que el contrabando,  que figura como tema medular de esta tesis trata en uno de sus apartados del procedimiento de este delito dejaremos nuestras disquisiciones sobre la materia, concentrando nuestros esfuerzos intelectuales en pro de las faltas y el delito del fraude o defraudación aduanera. Nuestra ley actual establece para las infracciones administrativas multas que deben ser cobradas por las aduanas, salvo que el deudor decida arriesgarse a que le comisen
 la mercancía, se le venda por ser prenda aduanera, o como establecen códigos y anteproyectos del 2003 y 2004  se ejecuten medidas cautelares como los embargos. 

Como entre nosotros no existe el apremio corporal en materia de deudas civiles, principio de carácter constitucional que se ha trasplantado a todas las otras ramas del derecho, se prefiere la sabia solución del artículo 2092 del Código Civil Dominicano, que establece que el patrimonio es la prenda general de los acreedores.

En este caso el acreedor es el Estado Dominicano, quien al ser burlado en disposiciones reglamentarias, y al percatarse del animus fraudendi procede a cobrar, ya que ese perjuicio se comete no sólo contra la Administración, sino contra los planes de desarrollo del Estado y los fines esenciales del mismo y por ende, atenta contra la colectividad, aunque de manera muy leve. 

Con la comisión de los  delitos se observa un animus fraudendi, un designio notorio de querer defraudar o engañar al fisco mediante una aforación irreal, ya que posee un valor que no se corresponde al monto de la mercancía o  por medio de maniobras “dolosas”
 aparentar una realidad a la hora de la verificación.

En esta materia se debe imponer la jurisdicción represiva, ya que hay un interés público afectado e íntimamente burlado, condenándole a penas que oscilan entre multas del duplo del valor y por reincidencia hasta quince veces ese monto o según legislaciones allende los mares penas de prisión e interdicción a ocupar cargos públicos. 
Se ha generado una praxis que ha hecho que algunas disposiciones de la ley 3489 sobre régimen legal de aduanas sean falsas permanencias aduaneras, como reconoció el jurista Lic. Américo Moreta Castillo, en un congreso sobre el bicentenario del Código Civil, celebrado en la Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra al señalar que es:” un paso previo para que una disposición legal se convierta en letra muerta, o que sea también la antesala de la derogación o sustitución de esa disposición“.

En este estudio incluiremos las distorsiones que existen, pero mayormente de corte teórico, ya que esta constituye la zapata que sostiene el engranaje aduanero, ya que toda medida administrativa u orgánica debe generarse por una ley que faculte su aplicación.

Este procedimiento se iniciará en los siguientes casos:

1) introducción o la salida del territorio nacional de mercancías sin documentos que las avalen y que deben pasar por el control oficial: el hecho de que el puerto o aeropuerto esté habilitado para el despacho de la mercancía de que se trate, no afecta la existencia de la infracción si la carga correspondiente y sin autorización de la autoridad reglamentariamente competente.

La extracción o desembarco de toda mercancía sin la documentación necesaria es ciertamente un alijo, y efectuada sin la intervención de los correspondientes funcionarios de aduanas, resulta clandestina.

2)Transporte por veredas: Por lo que se refiere a la circulación por caminos o sitios alejados de las aduanas o fronteras, queremos señalar que esta hipótesis está definida en función de la intención del agente que revela el propósito de sustraer las mercancías introducidas o retiradas de la vigilancia de las autoridades.

Es bueno notar que nos referirnos a todo bien mueble que pueda conducirse por tierra.

3)Ocultación: Según Charles Dunlop (2001) es el hecho de ocultar los géneros o mercancías dentro de otros, en cajas, maletas, recipientes de secreto o doble fondo
, en los vehículos o en las ropas o en otros lugares, en forma tal que no permita su descubrimiento. Es un acto claro de contrabando (pp.566-569). La imposición de las sanciones correspondientes se hará según lo dispuesto en la Ley de Régimen Legal de Aduanas 3489.

Si examinamos la ley de aduanas en lo referente a contrabando nos encontramos con varios medios o sanciones:

1) El comiso, según lo previsto por el artículo 167 párrafo tercero, para proceder a la pública subasta de dichos bienes, salvo que sean bienes que la ley haya establecido otro destino
. 

2) Se condena a los autores y cómplices a sufrir la prisión preventiva hasta que sean juzgados por el tribunal represivo que sea competente. Esto ha devenido con la adopción del nuevo Código Procesal Penal en una falsa permanencia, por el hecho de que se considera que las penas privativas de libertad son la última ratio en la lucha contra el crimen. Además por una laxitud irresponsable no existe una condena de contrabando en Republica Dominicana desde hace años, y las que se pronunciaron no fueron acatadas.
3) Se establece la presunción de prenda aduanera sobre todo bien que pueda estar relacionado, y en cierta forma este principio aceptado por la doctrina fue recogido por el artículo 175 de la Ley de Régimen Legal de Aduanas

4) Prisión correccional, que oscilará entre un mes a un año si es la primera vez que es reo de contrabando y de dos a tres años si reincide 
5) Se establece un castigo a la reincidencia  sobre la multa de 10 pesos por cada peso dejado de pagar o el triple del valor si son mercancías cuya entrado o salida están prohibidas o pagan sellos Si reinciden nuevamente  será de 15 pesos la multa por cada peso o fracción dejado de pagar o el cuádruplo del valor si son mercancías cuya entrado o salida están prohibidas o pagan sellos. 

3.2.2.) Procedimiento sancionador en la Argentina
Cada vez que se comete el delito de contrabando
, el Estado deja de percibir acreencias que se suponía debían ingresar por efectos de la introducción de la mercancía objeto del contrabando. Como ya explicamos en el caso dominicano, se crea una acreencia a favor del Estado Argentino el acreedor es el Estado Dominicano, quien al ser burlado en disposiciones reglamentarias, y al percatarse del animus fraudendi procede a cobrar, ya que ese perjuicio se comete no sólo contra la Administración, sino contra los planes de desarrollo del Estado y los fines esenciales del mismo y por ende, atenta contra la colectividad.
 Con la comisión de los  delitos se observa un animus fraudendi, un designio notorio de querer defraudar o engañar al fisco mediante una aforación irreal, ya que posee un valor que no se corresponde al monto de la mercancía o  por medio de maniobras “dolosas”
 aparentar una realidad a la hora de la verificación.
En el caso argentino podemos señalar que las sanciones son las siguientes:

1) prisión de dos a ocho años
;
2) Prisión de cuatro a diez años
;

3) Prisión de tres a doce años
;

4) Prisión de cuatro a doce años
;

3.3.  Regimenes de Responsabilidad en Argentina y en la República Dominicana Según La Doctrina Administrativista Moderna Ante La Comisión De Un Delito Aduanero.
En este sub capitulo pretendemos esbozar los regimenes de responsabilidad existente en las normativas aduaneras argentinas y dominicanas.

3.3.1. Régimen de Responsabilidad Aduanera en la República Dominicana 

Debemos recordar que no existe una jurisdicción que actualmente conozca de estos casos, por lo que  haciendo acopio de los principios jurídicos que disponemos podemos establecer que aparte de algunas indicaciones de la ley 3489 sobre régimen legal de aduanas, tenemos responsabilidad administrativa cuando un empleado del organigrama estatal decide ser participe de contrabando y, aunque esta vía puede ser usada contra particulares, en los casos normales se prefiere la jurisdicción represiva para tratar de ejercer las disposiciones penales en la ley de aduanas ya cita. 

En el caso de particulares que intenten maniobras contra las aduanas se debe, prima face, tratar de personalizar las penas y cargos, determinando si puede haber cómplices
, asociación de malhechores, reincidencia, y otros factores que funjan como agravantes, siendo procesados, juzgados y condenados si tal fuere el caso.
En el caso de la administración se impone la pregunta de que se denomina responsabilidad de la administración pública. Según Dupuis y Guédon (1988), señalan que desde que se atenúa la irresponsabilidad total del estado, principio vigente durante casi todo el siglo XIX, se aplican –reglas especiales- que fue el aporte principal del “Arrêt Blanco” del Tribunal De Conflictos, estableciéndose un principio de juridicidad y de igualdad, pero que sobrepasa la falta, ya que esta puede estar generada sobre un acto regular pero generar una grave desigualdad. En segundo lugar, dicho principio de igualdad justifica el desarrollo de la responsabilidad personal de los agentes públicos, ya que todo autor de una falta debe repararla y los agentes públicos no son la excepción (p.438). 
Según André Demichel (1978), existen dos versiones o funciones teóricas de la responsabilidad administrativa. En los sistemas jurídicos que no son románicos tenemos que: 1) La responsabilidad es un medio de reparación de un perjuicio y;2) La responsabilidad como elemento regulatorio de la administración. En los sistemas romano germanistas se caracteriza la responsabilidad civil de dos maneras distintas: como una técnica civilista traspasada al derecho administrativa, que aunque tiene sus diferencias tratan el Conseil D’etat y la corte de casación francesa casi los mismos problemas y, como un procedimiento patrimonial usado como una forma de gestión de los servicios públicos. (P.155-158) 

Según Dupuis y Guédon (1988):” La jurisprudencia ha llevado a admitir que los servicios públicos pueden crear actividades industriales y comerciales, lo que tiene como consecuencia atribuir al juez de lo judicial la competencia del contencioso de la responsabilidad administrativa. Una celebérrima decisión conocida como el arrêt du Bac D’Eloka de 1921 decide que en  ausencia de un texto especial que atribuya competencia a la jurisdicción administrativa, la jurisdicción ordinaria viene a ser la autoridad judicial a conocer de la responsabilidad de un servicio desarrollado en las mismas condiciones que las actividades de los particulares. El gran desarrollo, en especial tras la Segunda Guerra Mundial, de las actividades de índole industrial y comercial tiende a conferir un alto porcentaje de los casos contenciosos de actividades del estado a los tribunales judiciales. La aplicación del derecho privado puede manifestarse  además con la gestión de dominio público, los daños causados por una vía de hecho o de empresa irregular y la responsabilidad personal de los agentes de la administración pública” (440-441).

Con respecto a esta última, que es una falta de excepción, teniendo en cuenta la naturaleza de las funciones administrativas y de los vínculos que unen al agente con la administración por lo que se pueden tipificar 3 tipos de casos:

1) Hay una falta personal cuando se comete fuera del servicio y puede ser considerado como concerniente a la vida privada del agente en la medida que la falta no esté ligada al servicio según Moreau (1986),y que se encuentre geográficamente o material o temporalmente en el lugar de la comisión del hecho faltivo(p.58) ;

2) Una falta personal puede ser cometida en el ejercicio de sus funciones. En efecto, cuando la falta es intencional (como sería en el caso de una venganza por ejemplo) o particularmente grave (negligencias  o imprudencias inadmisibles) se puede considerar como separada de sus funciones. Más el juez tiende a exigir una extrema gravedad para considerar de tales comportamientos como de las faltas personales.

3) La falta personal es cometido en ejercicio de sus funciones sin estar totalmente desprovista de todo vínculo con el servicio. 

Desde que la falta personal es establecida, el contencioso se decide en la jurisdicción judicial. El litigio es resuelto sobre la base del derecho privado
. 

El patrimonio responsable (recordemos el Artículo 2092 del Código Civil Dominicano) es el patrimonio personal del agente, en principio, pero si fuere insolvente, procede un recurso en indemnización contra la administración, como nos explican Dupuis y Guédon (1988) (pp.450-451).
De acuerdo con Miguel Marienhoff (1996):”la antijuricidad que justificará la responsabilidad del autor de la omisión tiene exactamente los mismos caracteres que la que justifica la responsabilidad en los supuestos de hechos o actos de “comisión” (p.29). Pero, la responsabilidad que emane de un acto de omisión o abstención ¿debe ser lícita o ilícita? Siempre y cuando exista una norma jurídica que obligue a cumplir el hecho omitido será lícita.

En nuestro país, en especial, en la materia tributaria  tenemos dos escuelas: 1) que abogó por la concurrencia formal de los ilícitos tributarios, siendo los exponentes de esta tesis Jaime Ross y el doctor Ramón Valdés Costa; y están los que creen en el cúmulo. Pero el Modelo de Código Tributario de la OEA de 1968 señala en su artículo 121 el cúmulo de faltas y en el artículo 79  al hablar de la responsabilidad de la pena establecen la personalidad como principio salvo casos contados en esa legislación modelo. 

En Francia, según Dupuis y Guédon (1988), el Conseil D’Etat admite dos posibles cúmulos: de faltas y de responsabilidades. En la primera, la victima sufre un daño que resulta de dos hechos diferentes, una por una falta personal del agente, la otra es por una falta de servicio. Se yuxtapone una falta personal y una falta de vigilancia por parte de la administración, lo que aumenta las posibilidades de que la víctima sea indemnizada. En la segunda, debemos reconocer que desde el Arrêt Lemmonier del 26 de julio de 1918, el Consejo de Estado ha decidido que  existe una falta personal, la cual entraña la del agente.

En principio las sanciones administrativas no eran recurribles, como esencia del poder discrecional sancionador del estado. Esta tendenzza se va sustituyendo por un cuerpo basado en un principio de la legalidad que permite trazar la frontera entre lo lícito y la ilicitud. Además de la existencia de diversas vías sancionatorias, tanto penal, y la de las penas administrativas que se puedan imponer a un miembro de la función pública, es decir, tanto empleados como  funcionarios es la establecida por la 14-91
.Esta situación se mantiene de tal forma, que aún hoy en Francia Peiser (2004) nos aclara que:” todo hecho que genere un daño no será reparado, debiendo este presentar ciertas características jurídicas especificas. La responsabilidad puede establecerse con la falta de servicio pero sólo existen a título subsidiario, las hipótesis de responsabilidad sin falta” (p.165) 

En Francia existe la teoría de que ambos procesos (el contencioso administrativo y el penal) pueden llevarse concomitantemente y se impone el carácter administrativo de la destitución al proceso penal, a pesar de ser conocido por un tribunal ordinario, como lo expresa Mayaud (2003), quien recoge ese principio en su edición del nuevo Código Penal Francés de 1998 en el artículo 111-5 “Los tribunales penales son competentes para interpretar los actos administrativos colectivos o individuales y apreciar la legalidad de los mismos, aunque no aporte solución al proceso penal en que se le ha sometido”(p.23) . Es bueno señalar como funciona dicho proceso, ajeno a nuestra legislación y francamente interesante.

Todo el proceso pasa por el denominado  “procedimiento de control”, ya que se le concede al juez de lo punitivo nuevas atribuciones administrativas, basándose el juicio de estos magistrados en la excepción prejudicial de una pretendida ilegalidad de un acto administrativo que debe presentarse previo a apelar y ante de toda defensa al fondo (in limini litis). 

En España existe una figura parecida que  se denomina a este proceso prejudicialidad devolutiva, ya que debe suspender el proceso penal  enviar a lo contencioso, pero sólo si lo administrativo influye o determina el fallo en lo penal, no es una prejudicialidad no devolutiva y el juez puede juzgar la especie, según nos indica García De Enterría (2004) (pp.186-187).

Existen principios irrenunciables que rigen el derecho sancionatorio administrativo y permite la defensa del usuario. Estos, tal y como los señala García de Enterría (2004) son” 1) el principio de la legalidad , que se basa en el principio de nullum crimen, nulla poena sine lege previa, y que en una tesis del tribunal constitucional español nos señala que la extensión del ius punendi al derecho administrativo comprende una doble garantía: A)la existencia de una norma previa a la comisión del hecho (lex previa) y que cuenten con la capacidad de facilitar la determinación de dichas conductas (lex certa) y, B) de carácter formal haciendo referencia al rango de tipificación de dichas conductas y tipificaciones(pp. 174-175); 2)principio de tipicidad: este impone  según la sentencia del tribunal constitucional español del 29 de Marzo de 2000 “la exigencia material absoluta de predeterminación normativa de las conductas y de las sanciones correspondientes, exigencia que afecta a la tipificación de las infracciones, a la graduación y escala de las sanciones y a la correlación entre unas y otras, de tal modo que el conjunto de las normas aplicables permita predecir con suficiente grado de certeza, el tipo y el grado de sanción susceptible de ser impuesta”.Es bueno señalar que busca salvaguardar la libertad y la seguridad individual, por aplicación de la lex certa ,para conocer las consecuencias de sus acciones; C)Culpa: es la condición que hace a una persona pasible de comprometer su responsabilidad administrativa, por acción o inacción, de manera involuntaria o voluntaria. Este principio evita el desarrollo de una responsabilidad objetiva contra el agente público y el estado como último responsable de este. 
En España, tal como nos señala García de Enterría (2004):” una particularidad final de este elemento de la culpabilidad en las sanciones administrativas es la admisión de la responsabilidad de las personas jurídicas frente al principio de universitas delinquere non potest, en algunos casos, legislaciones de avanzada en España están creando una solidaridad entre los agentes y las personas jurídicas, siendo esta de carácter subsidiario, D) Proporcionalidad: Nace con el derecho revolucionario e intermediario francés y se usa para fines de graduación de la pena o sanción, y, E)derecho a la presunción de inocencia : esta presunción abarca todo acto, actuación o ámbito que se base en una condición o conductas de cuya apreciación derive un resultado sancionatorio o limitativo de sus derechos.
En nuestro país, según Rodríguez Huertas (2000):” corresponde a los actores del proceso judicial, abogados y jueces del contencioso tributario y del contencioso administrativo, promover que se complete el cuadro de garantías que necesitan los ciudadanos frente a los actos de la autoridad administrativa, reconociendo que la efectividad del derecho de acceso a la justicia o tutela judicial efectiva en materia administrativa conlleva indefectiblemente el reconocimiento de otro derecho fundamental:”el derecho a la tutela cautelar”.(p.32). Este derecho o principio es  irrenunciable e innegociable y permite la defensa del usuario. Tenemos en la República Dominicana un sistema transaccional, ya que con la mora y el interés indemnizatorio, se le suma toda potencial condenación, esto que puede ser la de: 1-Privación de libertad, 2-Recargos, intereses y otras sanciones pecuniarias, 3- Comiso de los bienes materiales objeto de la infracción o utilizados para cometerla, 4-Clausura de establecimientos, 5-Suspensión y destitución de cargo público, 6-Inhabilitación para el ejercicio de oficios y profesiones,7-Pérdida de concesiones, privilegios, franquicias e incentivos, y 8-Cancelación de licencias, permisos e inscripción en registros públicos, entre otros.

3.3.2. Responsabilidad aduanera argentina
A diferencia del caso dominicano, que se debe crear una teoría sobre un análisis enjundioso de la doctrina existente y la normativa asimilable, la Ley 22415 señala diversos casos de responsabilidad. Lo primero es que se considera como agravante el que un funcionario o empleado publico
 o de aduanas en la comisión del delito de contrabando como autores, cómplices o instigadores.
Esta normativa aduanera (Ley 22415), señala a partir del artículo 886 varios supuestos de responsabilidad que debemos tomar en cuenta:

1. Se aplicaran las penas del contrabando a su autor, cómplice o instigador  y, todo aquel que brindare una ayuda posterior o no tan determinante para la comisión del ilícito recibe la mitad de la pena( artículo 886);
2. las personas jurídicas son responsables de los delitos aduaneros de sus dependientes(artículo 887);
3. si una empresa jurídica fuere condenada por algún delito aduanero y no satisficiere el monto del importe asignado, sus directores, administradores y socios ilimitadamente responsables responden patrimonial y solidariamente, salvo que demuestren no estar vinculado a la empresa al momento de la comisión del contrabando(artículo 888);

4. si alguien investido de inmunidad diplomática comete contrabando y no renuncia a dicha inmunidad se considera que cometió y una falta aduanera y se le aplicara el comiso de la mercadería objeto del delito, el comiso del medio de transporte y se le aplicara una multa entre 4 y 20 veces mayor al precio en plaza de la mercadería contrabandeada (artículo 889).

El primer supuesto es el que hemos señalado en diversas ocasiones en esta tesis y hace referencia al concepto de participación del artículo 45 del Código Penal Argentino. El segundo supuesto crea una responsabilidad comitente-preposé, es decir, que la sociedad asume la responsabilidad del dependiente que cometió el contrabando. El tercer supuesto establece una responsabilidad solidaria de parte de los integrantes de la sociedad para que respondan si la sociedad no puede por alguna razón saldar su condena pecuniaria por la comisión de algún delito aduanero. La cuarta es una solución para evitar que todo caso que se dé de contrabando involucrando diplomáticos no quede impune, ya que nadie se despojaría de su inmunidad para asistir a un proceso por contrabando. 
3.4 Anteproyecto de Ley Regulatoria de la actividad de la administración pública y su control por los tribunales y las modificaciones que acarrearía su implementación futura

Como hemos manifestado durante este trabajo, la legislación aduanera dominicana está viciada de falta de sistematicidad, orden, coherencia y lo mismo se manifiesta en el derecho administrativo, donde desde la Ley 1494 de 1947 (de brevísima existencia real) estableció un procedimiento administrativo rudimentario basado en la Ley de Santa María de Paredes de 1887 española. 

Para remediar los vicios que hemos comentados afectan la legislación dominicana, una comisión de juristas elaboró un anteproyecto denominado “Ley Reguladora de la Actividad de la Administrativa Publica y su Control por los Tribunales
”. Esta ley trata de regular el derecho administrativo lato senso, es decir, toda actividad desempeñada por la administración en el ejercicio de sus potestades, y como deben ser controladas por los tribunales.   

3.4.1 modificación régimen judicial de los contenciosos aduaneros

Este anteproyecto establece la creación de tribunales especializados y de un Tribunal Superior Administrativo dividido en  salas que conocerían diversas materias. El artículo 128, inciso 3.3 señala que dicho Tribunal Superior Administrativo estará dividido en tres (3) salas: 1) La Primera Sala, que conocerá de los asuntos contenciosos administrativos en materia tributaria, monetaria y financiera, seguridad social, bolsa de valores, y seguros;2) La Segunda Sala, que conocerá de los asuntos contencioso-administrativo en materia de electricidad, telecomunicaciones y otros servicios públicos, propiedad industrial y contratación pública; y,3)La Tercera Sala, que conocerá de los asuntos contencioso administrativo en materia de función pública, expropiación forzosa y las demás materias no especificadas de forma expresa. 
¿Qué se deriva de esto? Por primera vez desde 1947 un tribunal especialmente creado para lo administrativo conocerá la validez de las actuaciones del Estado, tutelará los derechos de la población en esta materia y se evitará la denegación de justicia que había afectado a aquellos perjudicados por alguna actuación del Estado.
 En nuestra materia, al llegar a la instancia de apelación, por primera vez desde que se suprime el Consejo Superior de Aduanas, unos jueces especialistas en la temática podrán juzgar las litis trabadas en materia contenciosa aduanera.
Gracias a esta ley, el pueblo dominicano podrá tener una justicia administrativa, el cual tendrá tribunales paralelos al Poder Judicial. 

3.4.2 cambios a la responsabilidad administrativa

Este anteproyecto provoca un gran cambio: la creación de un Estado Responsable. En la actualidad, es casi imposible obtener una condena del Estado Dominicano sin importar lo grosera o dañina que pueda ser la actuación estatal para la colectividad nacional dominicana. 

Ya no se deja a la voluntad del Estado si resarce por algún daño causado en el ejercicio de sus facultades. Se permite saltar de la fase administrativa, con la vía “recursiva” de reconsideración y jerárquica a la fase judicial, la cual tendrá la labor de estimar los daños, servir de guardián de las garantías y derechos ciudadanos y hacer justicia.

CAPÍTULO IV: INFLUENCIAS DE LAS CONVENCIONES INTERNACIONALES EN MATERIA ADUANERA EN LA REPÚBLICA DOMINICANA y ARGENTINA. 
4.1 Precisiones 

Pocas personas se han animado a estudiar las instituciones jurídicas que componen el derecho aduanero, y mucho menos los cambios sufridos por la firma y ratificación de los diversos tratados (entre otros, La Convención Interamericana Sobre La Corrupción y el Acuerdo De La Ronda Uruguay, en el Protocolo Del Acuerdo General Sobre Aranceles Aduaneros Y Comercio de 1994), que de acuerdo a la lectura de los preceptos constitucionales han sido aceptados por los estados objeto de esta Tesis “en la medida que sus poderes públicos las hayan adoptado
”

Tras este proceso estas convenciones o tratados pasan a formar parte del bloque de legalidad
, por lo que no debemos bajo ningún concepto desconocer sus alcances. Además estas dudas no han sido resueltas por el derecho nacional, pero algunas convenciones aprobadas por nuestro país de la manera ut supra indicada  nos permiten elucubrar ciertas reglas. 

La modificación más significativa dada por un tratado internacional a una práctica aduanera es  el MERCOSUR, sin el cual no se puede entender la política aduanera argentina.
4.2. MERCOSUR.

El Mercado Común del Sur (MERCOSUR) nace fruto del Tratado de Asunción, donde los gobiernos uruguayos, paraguayos, brasileños y argentinos, en 1991
, deciden crear un bloque comercial para propiciar el desarrollo económico y poder competir contra Estados Unidos y una emergente Comunidad Económica Europea
. Este Tratado regional cambió sensiblemente las reglas de juego en materia aduanera y sin este tratado no podemos entender la práctica y las políticas aduaneras imperantes en Argentina hoy día. 
4.2.1. Características
Es un tratado regional económico: se establece una unidad arancelaria y comercial entre Brasil, Argentina, Paraguay y Uruguay. Persigue, ente otras cosas: 1) La libre circulación de bienes, servicios y factores productivos entre los países, a través, entre otros, de la eliminación de los derechos aduaneros y restricciones no arancelarias a la circulación de mercaderías y de cualquier otra medida equivalente;2)El establecimiento de un arancel externo común y la adopción de una política comercial común con relación a terceros Estados o agrupaciones de Estados y la coordinación de posiciones en foros económico-comerciales regionales e internacionales;3)La coordinación de políticas macroeconómicas y sectoriales entre los Estados Partes: de comercio exterior, agrícola, industrial, fiscal, monetario, cambiario y de capitales, de servicios, aduanera, de transportes y comunicaciones y otras que se acuerden, a fin de asegurar condiciones adecuadas de competencia entre los Estados Partes ;y 4, El compromiso de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones en las áreas pertinentes, para lograr el fortalecimiento del proceso de integración. 

En lo referente a la administración  y ejecución del presente Tratado, fueron creadas las siguientes instituciones: 

a) Consejo del Mercado Común
 y,
b) Grupo Mercado Común
. Debemos puntualizar que este organismo rector estará integrado por cuatro miembros titulares y cuatro miembros alternos por país, que representen a los siguientes organismos públicos: - Ministerio de Relaciones Exteriores; -Ministerio de Economía o sus equivalentes (áreas de industria, Comercio Exterior y/o Coordinación Económica); - Banco Central. El Grupo Mercado Común contará con una Secretaría Administrativa, cuyas principales funciones consistirán en la guarda de documentos y comunicación de actividades del mismo. Tendrá su sede en la ciudad de Montevideo. 

4.2.2 consecuencias derivadas del tratado
Como hemos advertido, los Estados Partes acordaron que a más tardar el 31 de diciembre de 1994 se eliminarían  los gravámenes
 y demás restricciones
 aplicadas en su comercio recíproco.
Lo acordado reduce las potestades nacionales ya que no pueden tomar ninguna medida económica que vaya en contradicción a lo pactado. No se pueden establecer aranceles diferenciados para sacar del mercado a otro país, ni establecer restricciones que no cuenten con la venia del MERCOSUR.  
V. Conclusiones

Esta Tesis de maestría buscaba comparar el tratamiento jurídico otorgado a una figura jurídica variopinta, que es el contrabando, en la República Argentina y en República Dominicana. Podemos, tras haberse hecho las disquisiciones sobre la materia en páginas anteriores, abocarnos a diversas conclusiones en ambos casos y recomendaciones enfocadas principalmente al país con mayores debilidades al momento de combatir este flagelo, que es la República Dominicana.

En el caso argentino nos encontramos con una normativa organizada y un sistema de responsabilidad establecida de manera clara, junto a un sistema jurisdiccional que bien o mal, funciona y cumple su cometido de sancionar la comisión de este delito.

En el caso dominicano nos encontramos, por el contrario, ante una masa amorfa de disposiciones que chocan entre si, restándole efectividad a un sistema que de por si tiene una falencia vital: no posee tribunales que diriman las litis suscitadas en sede aduanera. No existe de manera clara un régimen de responsabilidad para los participantes en el contrabando, sea en el delito, encubrimiento o tentativa, por lo que debe aplicarse con simili casus lo que señale el Código Tributario Dominicano, el Código Penal y hacer acopio de la doctrina administrativista francesa y española para poder deducir la responsabilidad de los autores, cómplices e instigadores.

Mis recomendaciones para la República Dominicana son las siguientes:

1- Aprobar y Poner en funcionamiento el Tribunal Superior Administrativo, terminando con el conflicto de competencias suscitado entre el Tribunal Contencioso Tributario y la Cámara de Cuentas en función de Tribunal Superior Administrativo según la Ley 1494 de 1947;

2- Crear un servicio eficiente de guardacostas para vigilar las radas y costas, dificultando especialmente el tráfico de bienes en zonas poco pobladas;

3- Reformar la Ley de Aduanas para ajustarla a nuevos cambios y nuevos tiempos;

4- Convertir a las Aduanas en oficinas verificadoras de firmas digitales y permitir cada vez mas declaraciones informáticas previas a la aforación portuaria;

5- Mantener una dotación bien paga de soldados y colectores aduaneros en la frontera que traten de disminuir el contrabando dado entre Haití y la República Dominicana. 
Mi recomendación para la República Argentina es la siguiente:
1- Crear incentivos para la captura del contrabando por medio de la creación de un fondo federal anti-contrabando. La Republica Dominicana tiene como política de dar un porcentaje de lo decomisado a las aduanas y a sus funcionarios más importantes, lo que motiva políticas fortísimas en contra del contrabando y muchas capturas. Como en Argentina el enriquecimiento “indebido” de un funcionario esta prohibido, debe usarse estos fondos como insumos adicionales para combatir el contrabando.
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� Esta facultad es reconocida internacionalmente pero no se aplica en la Republica Dominicana.


� Fue creada por la Ley 166-97. Recauda a través de las colecturías de impuestos internos los ingresos fiscales que por las leyes se ponen a su cargo.


� Creada por la Ley 1490. Realizar operaciones de crédito prendarios en las mejores condiciones, así como también otras operaciones compatibles con su naturaleza y objeto, siempre que con ellas contribuya al mejoramiento económico y social.


� Creada por la Ley 533 del 1948. Tiene por función ejecutar las disposiciones dictadas por leyes, decretos, convenios, resoluciones especiales del Poder Ejecutivo que se relacionen a la exoneración de los impuestos de importación e internos.


� Creada por la Ley 1832 del 1948. Su función es llevar y mantener al día el catastro de los bienes muebles e inmuebles del Estado y de los bienes muebles que pertenezcan al patrimonio de los organismos autónomos del Estado.


� Creado por la Ley 1113 del 1929. Ejercer los derechos y cumplimientos de los deberes de recaudación, custodia, desembolsos y contabilidad de los fondos públicos.


� Creado por la Ley 295 del 1966. Su función es dirigir las funciones de aprovisionamiento del gobierno como organismo ejecutivo de la comisión, coordinando el programa de compra del gobierno con los programas a los cuales están destinados dichas compras.


� Creada por la Ley 317.  Tiene como fin la formación y conservación del catastro de todos los inmuebles del país, con sus aspectos gráficos, estadísticos, económicos y descriptivos.


� Creada por decreto 1846 del 1980. Su función es administrar el personal técnico y administrativo de la Secretaría de Estado de Finanzas y sus dependencias y ofrecer a los contribuyentes y al público actividades de orientación y ampliación de los conocimientos relacionados con la legislación y administración de la materia tributaria, así como intercambiar experiencias y documentación con entidades similares.


� Víctor L. Rodríguez señala en el artículo “Los Impuestos De Aduanas Y La Competencia Del Tribunal Contencioso Tributario “, publicada en Gaceta Judicial de fecha primero de febrero de 2005, páginas 44 y 45,  que en virtud de los artículos 139, 140, 141 y 393 del Código Tributario Dominicano, el Tribunal Contencioso Tributario es el competente para conocer de dichos impuestos. 


� ) ejercer las funciones de juez administrativo, sin perjuicio de las sustituciones previstas en los artículos 4 y 10 en la determinación de oficio de la materia imponible y gravámenes correspondientes, en las repeticiones, en la aplicación de multas y resolución de los recursos de reconsideración.  


� )Realizar en el extranjero investigaciones destinadas a reunir elementos de juicio para prevenir, detectar, investigar, comprobar o reprimir los ilícitos tributarios, aduaneros y en especial, el contrabando. Para el cumplimiento de misiones que superen los trescientos sesenta y cinco días se requerirá autorización del Poder Ejecutivo Nacional . 


�)Proponer al Ministerio de Economía las normas que complementen, modifiquen o reglamenten la legislación aduanera, impositiva y de los recursos de la seguridad social.  


� Decreto 618-97, artículo 11.


� Para ampliar, ver Bracco, Martha Susana. “Derecho Administrativo Aduanero”. Editora Ciudad Argentina, 2002, Pp.27-28


� Como veremos, el Derecho Aduanero Argentino contempla una doble jurisdicción, que será explicada en la sección 3.5.2. de este trabajo de grado.


� Este crisargirón tenía mucho parecido con el Poll Tax promovido por el thatcherismo en Inglaterra, y al igual que su par británico creado a inicios de la década de los 90 (1990) , era un impuesto impopular.


� Pogonatos en griego “medieval” quiere decir el barbudo


� La Thema era una división administrativa y militar en la que se confería el poder político y el militar al gobernador para esa región por el Romeion Basileus, o emperador del imperio romano de Oriente. Esta estructura se mantuvo entre el siglo VII y el IX de nuestra era.


� Algunos eran sometidos a torturas tales como el “emplumado” en alquitrán, desmembramiento, amputación de miembros, empalamiento y a muertes por demás horribles, siendo rigurosos en los castigos siempre que reincidiera en el contrabando.      


� Primer presidente dominicano. Fue la figura mas destacada de la Primera Republica, ocupando la primera magistratura de la nación 3 veces.


� 26 de Julio es el día de Santa Ana. 


� Organización Mundial Aduanera


� 1966-1978. El presidente Balaguer gobernó luego entre el 1986 y el 1996.


� � HYPERLINK "http://www.afip.gov.ar/institucionales/historiaaduanas" ��www.afip.gov.ar/institucionales/historiaaduanas� revisado el jueves 22 de marzo de 2007. para ahondar en mayores detalles del servicio aduanero durante la colonia revise la sección 1.3.1 de esta tesis de grado.





� En principio, Buenos Aires no era uno de los puertos habilitados por Real Cédula para mercadear sus productos. Para ver cuales eran dichos puertos ver la sección 1.3.1.1 del presente trabajo de grado o tesis.


� � HYPERLINK "http://www.afip.gov.ar/institucionales/historiaaduanas" ��www.afip.gov.ar/institucionales/historiaaduanas�. revisado el jueves 22 de marzo de 2007.


� Establecía, por ejemplo, tasas diferenciadas dependiendo el producto, de donde viniese y adonde iba. Había una alícuota para , por poner un ejemplo, la yerba mate litoraleña  que era menor que la misma proveniente del  Paraguay.


� De acá surge la idea de la coparticipación, es decir, la colaboración tributaria entre las provincias y la nación. 


� En el caso argentino, se destaca lo que es el programa informático María.


� Revisión aduanera de la mercancía por parte de un colector aduanero para verificar la veracidad de la declaración presentada por ante la autoridad.


� Hay quien considera el artículo 863 como un caso genérico y una definición de contrabando pero introduce un elemento ajeno al contrabando, que es el ardid o engaño. El contrabando per se es doloso, pero no requiere de que se demuestren maniobras engañosas para configurarse.


� 864-a: Será reprimido con prisión de 2 a 8 años el que: a) Importare o exportare mercadería en horas o lugares no habilitados al efecto, la desviare de las rutas señaladas para la importación o la exportación o de cualquier modo la sustrajese al control que corresponde ejercer al servicio aduanero sobre tales actos;  


� 864-c: Será reprimido con prisión de 2 a 8 años el que: C) Presentare ante el servicio aduanero una autorización especial, una licencia arancelaria o una certificación expedida contraviniendo las disposiciones legales y específicas que regularen su otorgamiento, destinada a obtener, respecto de la mercadería que se importare o exportare, un tratamiento aduanero o fiscal más favorable al que correspondiere;  


�864–d: Será reprimido con prisión de 2 a 8 años el que: D) Ocultare, disimulare, sustituyere o desviare, total o parcialmente, mercadería sometida o que debería someterse a control aduanero, con motivo de su importación o exportación. 


� 864-e: Será reprimido con prisión de 2 a 8 años el que: E) Simulare ante el servicio aduanero, total o parcialmente, una operación o una destinación aduanera de importación o exportación, con la finalidad de obtener un beneficio económico.


� 864-b: Será reprimido con prisión de 2 a 8 años el que: B) Realizare cualquier acción u omisión que impidiere o dificultare el control del servicio aduanero con el propósito de someter a la mercancía a un tratamiento aduanero o fiscal distinto al que correspondiere, a los fines de su importación o exportación; 


� Artículo 865, inciso a. Ley 22415. Sobre la definición de autor, instigador o cómplice, remítase al artículo 45 del código penal de la Nación Argentina, que define la participación en los ilícitos penales.


� Artículo 865, inciso B. Ley 22415.


� Artículo 865, inciso C, Ley 22415.


� Artículo 865, inciso D. Ley 22415.


� Artículo 865, inciso E. Ley 22415.


� Artículo 865, inciso F. Ley 22415.


� Artículo 865, inciso G. Ley 22415.


� Artículo 865, inciso H. Ley 22415.


� Artículo 865, inciso I. Ley 22415.


� Esta es otra diferencia mas con respecto al caso dominicano donde la materia de droga posee una legislación y procedimientos separados.


� Se impondrá prisión de cuatro (4) a doce años en cualquiera de los supuestos previstos en los artículos 863 y 864 cuando se tratare de elementos nucleares, explosivos, agresivos químicos o materiales afines, armas, municiones o materiales que fueren considerados de guerra o sustancias o elementos que por su naturaleza, cantidad o características pudieren afectar la seguridad común salvo que el hecho configure delito al que correspondiere una pena mayor


� Recordemos que sólo el ciudadano romano gozaba de todas las potestades y luego empezaba una subclasificación que culminaba con las mujeres y los esclavos (que eran considerados como objetos o re), quienes poseían menos derechos civiles que ningún otro grupo del imperium. Hoy día el contrabando de personas se conoce como trata de blancas y tráfico ilícito de personas y es tratado en legislaciones aparte de las del contrabando aduanero. El latín se declina a si mismo, por lo que re es singular del presente del indicativo de un sustantivo y res es el plural de ese mismo sustantivo. Pero significa lo mismo (cosa o cosas).


� Frase atribuida a Carlos V


� � ADDIN EN.CITE <EndNote><Cite><Author>Rep.Dominicana</Author><Year>2002</Year><RecNum>12</RecNum><Suffix>constitución dominicana art.14</Suffix><record><database name='nestor.enl' path='C:\Documents and Settings\Alex\Mis documentos\nestor.enl'>nestor.enl</database><source-app name='EndNote' version='8.0'>EndNote</source-app><rec-number>12</rec-number><ref-type name='Legal Rule/Regulation'>50</ref-type><contributors><authors><author><style face='normal' font='default' size='100%'>Rep.Dominicana</style></author></authors></contributors><titles><title><style face='normal' font='default' size='100%'> constitución dominicana</style></title></titles><pages><style face='normal' font='default' size='100%'>80</style></pages><dates><year><style face='normal' font='default' size='100%'>2002</style></year></dates><urls></urls></record></Cite></EndNote>�REPÚBLICA DOMINICANA (2002) constitución dominicana.� ARTÍCULO 14.- Los derechos de ciudadanía se pierden por condenación irrevocable por traición, espionaje o conspiración contra la República, o por tomar las armas, prestar ayuda o participar en cualquier atentado contra ella. 


� Arribar 


� También llamado maquila en México. En nuestro país su régimen legal se encuentra comprendido en las disposiciones de la ley 8-90. 


� En nuestro caso la ley 28-01 establece este régimen para las provincias fronterizas, por tener estas el mayor índice de pobreza y marginalidad de todo el país.  Su fin es lograr que por medio de una acumulación originaria de parte de los negocios que se establezcan en esa región sea reinvertida en esas comunidades  para que se logren recursos para mejorar las condiciones de vida de sus habitantes. 


� Comisar o incautar quieren decir que se le embargará la mercadería  y se venda  


� Un ejemplo sería el de ocultar en un furgón  o contenedor bienes muy valiosos en contenedores de productos con menor valor y de menor arancel.


� En Argentina, dicho ocultamiento se conoce como “canguro”  y constituye un caso especial de tentativa de contrabando, regido por el artículo 873.


� En específico el texto señala que deben ser destruidos los cigarros, cigarrillos y estupefacientes.   


� Acá le llamo así por dos razones, por ser su nombre correcto y evitar cualquier confusión con el contrabando menor, que es una infracción existente en el código aduanero argentino, ley 22415.


� Un ejemplo sería el de ocultar en un furgón bienes muy valiosos en contenedores de productos con menor valor y de menor arancel.


� Esta pena privativa de libertad se aplica en los casos del contrabando del artículo 864 de la ley 22415, sin sus agravantes.


� Esta pena es la aplicada para los casos en que se tipifique contrabando con una de las agravantes del artículo 865 de la ley 22415.


� Pena aplicada por contrabando de estupefacientes que puede aumentar a 16 años máximo y 4 años y medio de mínimo si se tratasen de estupefacientes elaborados o semielaborados listos para comercializarse dentro o fuera de la argentina.


� Pena aplicada por contrabando de armas de guerra, químicas, nucleares y todo aquello que pudiere afectar la paz y seguridad publicas.


� la complicidad y la asociación de malhechores están descritos en los artículos 59 y siguientes del código penal dominicano


� Puede ser resuelto por la jurisdicción civil solicitando la reparación del daño causado en virtud del principio de que todo aquel que causa un daño a otro esta en la obligación de repararlo, o de manera accesoria a un litigio por ante sede penal, solicitando daños y perjuicios, constituyéndose en parte civil en ese litigio..


� La ley 14-91 es la que establece el servicio civil y la carrera administrativa en Republica dominicana


� Me refiero al artículo 865 inciso A e inciso B, que recoge como agravantes en virtud del interviniente estos supuestos.


� Acá notamos la impronta española nuevamente, ya que este anteproyecto es una versión mejorada de la Ley Contencioso Administrativa española de 1998.


� La República Dominicana nos ofrece esto de manera clara en tres artículos que se cruzan entre si:” el artículo 3 en su párrafo, que establece que”: La República Dominicana reconoce y aplica las normas del Derecho Internacional General Y Americano en la medida en que sus poderes públicos las hayan adoptado”, lo cual se complementa con el artículo .37 numeral 14 que nos dice que”: Son atribuciones del Congreso: .. 14. Aprobar o desaprobar los tratados y convenciones internacionales que celebre el Poder Ejecutivo”, que es facultado por el texto del artículo 55 numeral 6, al decir este texto que”: El Presidente de la República es el Jefe de la Administración Pública y el Jefe Supremo de todas las fuerzas armadas de la República y de los cuerpos policiales. Corresponde al Presidente de la República: ... 6. Presidir todos los actos solemnes de la Nación, dirigir las negociaciones diplomáticas y celebrar tratados, con las naciones extranjeras u organismos internacionales, debiendo someterlos a la aprobación del Congreso, sin lo cual no tendrán validez ni obligarán a la República”.


� Con este término de mi propio cuño pretendo explicar que obliga a los países e impone obligaciones a los ciudadanos, ya que internamente se asimila como una ley más, y por tanto se asumen los deberes derivados y se aprovechan los derechos que son generados por estos tratados.


� El MERCOSUR entraba en vigencia de manera oficial el 31 de diciembre de 1994.


� Recordemos que hay Unión Europea con el Tratado de Maastricht de 1992.


�  Sus actividades son reguladas en los artículos 10 y 11 del Tratado de Asunción al decir que :” Artículo 10 El Consejo es el órgano superior del Mercado Común, correspondiéndole la conducción política del mismo y la toma de decisiones para asegurar el cumplimiento de los objetivos y plazos establecidos para la constitución definitiva del Mercado Común. Artículo 11 El Consejo estará integrado por los Ministros de Relaciones Exteriores y los Ministros de Economía de los Estados Partes. Se reunirá las veces que estime oportuno, y por lo menos una vez al año lo hará con la participación de los Presidentes de los Estados Partes”. 


� Sus actividades son reguladas en los artículos 13 y siguientes del Tratado de Asunción, que señala que:”Artículo 13 El Grupo Mercado Común es el órgano ejecutivo del Mercado Común y será coordinado por los Ministerios de Relaciones Exteriores. El Grupo Mercado Común tendrá facultad de iniciativa. Sus funciones serán las siguientes: - velar por el cumplimiento del Tratado; - tomar las providencias necesarias para el cumplimiento de las decisiones adoptadas por el Consejo; - proponer medidas concretas tendientes a la aplicación del Programa de Liberación Comercial, a la coordinación de políticas macroeconómicas y a la negociación de acuerdos frente a terceros; -fijar el programa de trabajo que asegure el avance hacia la constitución del Mercado Común. El Grupo Mercado Común podrá construir los Sub-grupos de Trabajo que fueren necesarios para el cumplimiento de sus cometidos”. 


� se entenderá por "gravámenes", los derechos aduaneros y cualesquiera otros recargos de efectos equivalentes, sean de carácter fiscal monetario, cambiario o de cualquier otra naturaleza, que incidan sobre el comercio exterior.


� "restricciones", cualquier medida de carácter administrativo, financiero, cambiario o de cualquier naturaleza, mediante la cual un Estado Parte impida o dificulte, por decisión unilateral, el comercio recíproco.
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